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Palacio Nacional  Cali Colombia
SALA CIVIL
ACCION POPULAR.
Derecho de los consumidores.
 Medidas sanitarias referente a los empaques, envases o envolturas de los alimentos o bebidas, a los rótulos y a la publicidad. 

MP. José David Corredor Espitia.

Extracto: “ …la compañía demandada retiró del mercado o modificó el empaque, ajustándolo a la forma en que debe prevenirse la existencia del sabor artificial, se evidencia que fue por actividad unilateral de la propia empresa, tal reforma, puesto que como ella lo expone, la notificación del auto admisorio fue posterior a dicha modificación. Quiere esto decir que la presentación de la demanda en nada influyó en tal modificación, puesto que sin estar enterados de su existencia procedieron a hacer los ajustes correspondientes a los empaques, siendo, por lo tanto, ineficaz para ese efecto la acción promovida.”
Fecha: 



03 02 2010   

Rad. 



08 2008 00159 01

 Acta.

 Proceso: 


Acción Popular.

Decisión de primera instancia.: Sí hubo vulneración de los derechos de los consumidores

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y niega las pretensiones de la demanda. 
ACCION POPULAR.
Derechos colectivos de los consumidores y usuarios.
Requisitos de rotulado o etiquetado que deben cumplir los alimentos envasados y materias primas de alimentos para consumo humano.
Alimentos fraccionados reempacados o reenvasados.

Presencia del consumidor. Resolución 5109 de diciembre de 2005.

MP Flavio Eduardo Córdoba Fuertes.

Extracto: “…la información de la etiqueta del envase donde se ha depositado parte del producto no necesariamente debe contener toda la información a la que alude el artículo mencionado, cuando dicho reenvase o reempacado se ha cumplido momentos antes de la compra efectiva aunque sí en presencia del consumidor, lo que se logra cuando el establecimiento al público está abierto y los clientes potenciales consumidores puedan ingresar al mismo. 

La presencia del consumidor entonces, se logra efectivamente a partir del momento en que el establecimiento abre sus puertas para brindar la atención respectiva y es en ese o en esos momentos donde se puede hacer el fraccionamiento o reenvase o reempaque del producto, sin que a la postre este nuevo envase obligatoriamente contenga la información antes señalada.”

Fecha: 



22 02 2010  

Rad. 



2008 00392 01 (6902)

Acta 



026

Proceso: 


Acción popular.

Decisión de a quo: 

Denegó las pretensiones de la demanda

Decisión de la Sala Civil.: 
Confirma.

ACCION POPULAR.
Uso, goce y disfrute del espacio público. Contaminación visual.
Aviso publicitario. Incentivo.

MP Jorge Jaramillo Villarreal.
Extracto: “…acertó el Juzgado al concluir la existencia de vulneración de las normas de espacio público y publicidad exterior que fueron infringidas por la sociedad demandada, la infracción cesó por la intervención de la autoridad competente con ocasión de la acción popular, lo que sin lugar a dudas determina el reconocimiento del incentivo a la demandante e impone la confirmación de la sentencia de primer grado, eso sí, con la aclaración de que al momento del fallo la vulneración se había superado.”

Fecha: 



19 03 2010   

Rad. 



09 2006 00256 01

Acta 



023

Proceso: 


Acción popular.

Decisión del a quo: 

Condenó a la demandada.

Decisión de la Sala Civil: 
Confirma.-

CONTRATO DE MUTUO.
Revisión. Extinción de la obligación.
Propuesta de arreglo y pago total de la obligación hipotecaria.
MP. Carlos Alberto Romero Sánchez.

Hecho extintivo del derecho sustancial. Si algún reparo existía en relación con el supuesto cambio de las condiciones económicas en que fue celebrado el contrato inicial, este quedó allanado con el cumplimiento del convenio celebrado para su extinción. 

Fecha: 09 11 09

Rad. 11 2000 00291 01

Proceso: Ordinario. Contrato de mutuo.

Decisión de primera instancia: Hay lugar a la revisión del contrato de mutuo comercial y la consecuente reliquidación. 

Decisión de la Sala Civil: Revoca y deniega las pretensiones.

CONTRATO DE MUTUO.
Nulidad. Teoría de la imprevisión.
Extinción del derecho sustancial.

MP Carlos Alberto Romero Sánchez.
Si se presentan en el proceso hechos extintivos del derecho que se reclama, ocurridos con posterioridad a la radicación de la demanda y la existencia de esos hechos aparece debidamente demostrada, es obligación del juzgador dar aplicación al artículo 305 del C. de P. C. y tomar en cuenta forzosamente esa situación sobreviniente.

De este modo resulta evidente que, con posterioridad a la demanda con la cual se inició este proceso y antes de la culminación de éste con la sentencia de segundo grado, surgió como hecho sobreviniente la terminación del referido proceso ejecutivo por pago total de la obligación
El objeto sobre el cual habrían de recaer tales declaraciones desapareció del mundo jurídico, por voluntad del ejecutado que, al pagar declinó cualquier controversia anterior o posterior en torno al objeto de pago.
Fecha: 



19 06 09

Rad. 



01 2000 00026 01

Acta 



37

Proceso: 


Ordinario. Contrato de mutuo.

Decisión de primera instancia: 
Negó las pretensiones de nulidad.

Decisión de la Sala Civil:
 Revoca

CONTRATO DE MUTUO.
 Doctrina Constitucional sobre créditos hipotecarios para financiación de vivienda individual a largo plazo, otorgados antes de la ley marco de vivienda. Irretroactividad de la doctrina constitucional. 

 Reliquidación ordenada por la Ley 546 de 1999. Capitalización de intereses. Caso en que el crédito se extinguió por pago voluntario antes del 31 de diciembre de 1999. 
MP Homero Mora Insuasty

Extracto: ”…no concurren los supuestos de hecho reclamados por las normas de transición de la Ley Marco de Vivienda para que puedan ser objeto de reliquidación, abono o alivio, pues el Congreso dentro de su libertad de configuración legislativa dispuso que únicamente aplicarían aquellos créditos con saldos vigentes o en mora a 31 de diciembre de 1999, ordenamientos que, iteramos, pasaron el examen de constitucionalidad.” 

Fecha: 



19 01 2010  

Rad. 



08 2002 00094 01

Acta 

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión de  a quo: 

Absolvió a la demandada. 

Decisión de la Sala Civil: 
Confirma.

CONTRATO DE MUTUO.
Banco debe devolver a los deudores los valores cobrados a título de “otros rubros” reconociendo intereses remuneratorios a la misma tasa que venía cobrando. 

MP. Homero Mora Insuasty

Extracto: “…de la información suministrada por el banco a esta Colegiatura se desprende, del documento rubricado “Histórico de pagos”, que el accipiens además de imputar el valor de las cuotas a seguros, intereses y el saldo a capital, sin ningún pudor consigna en algunos casos y en ínfima parte, salvo la última cuota, los destinó al pago de “otros rubros “ , sin ninguna justificación o explicación que diera visos de razonabilidad, es decir que aparecen desconectados por entero de la obligación hipotecaria, pues por claras previsiones legales y hasta por circulares administrativas se conoce suficientemente la forma como deben aplicarse los pagos, más todavía el banco que es un profesional altamente especializado en la materia. Esta imputación es: pago de primas de seguros, intereses de mora si se han pactado y causado y cuota o cuotas predeterminadas vencidas o causadas en orden de antigüedad.”

Fecha: 



19 01 2010   

Rad.



 08 2002 00094 01-178

Acta 

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión de la Sala Civil: 
Declara que el banco, cuando el fallo alcance ejecutoria, deberá devolver los valores cobrados a título de otros rubros que se dejaron mesurados en la parte motiva, sobre estas sumas dinerarias se reconocerán intereses remuneratorios a la misma tasa que venía cobrando el banco.

CONTRATO DE MUTUO.
 Revisión por circunstancias imprevistas. Variación de las condiciones del mismo. Obligación traída al proceso no es de vivienda para los fines de la Ley 546 de 1999. 

MP Carlos Alberto Romero Sánchez

Extracto: “…los créditos otorgados con finalidad diferente al financiamiento de compra de vivienda, con anterioridad a la expedición y entrada en vigencia de la Ley 546 de 1999, no debían ser objeto del procedimiento de reliquidación y alivios previsto en la mencionada normatividad. El hecho que una entidad financiera celebre un contrato de mutuo y que como seguridad para ese contrato se constituya una garantía hipotecaria, no significa que per sé deban aplicársele las normas contenidas en la ley de vivienda y la doctrina constitucional que de ella se desprende, pues no hay discusión que ésta se refirió de manera exclusiva a los créditos individuales otorgados con la aludida finalidad.”

Fecha: 



19 01 2010  

Rad. 



10 1999 01451 01.

Acta 



005

Proceso: Ordinario. 

Revisión de contrato de mutuo.

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y deniéngase las pretensiones de la demanda. 

CONTRATO DE MUTUO.
MP Carlos Alberto Romero Sánchez. 

 Doctrina constitucional sobre créditos hipotecarios para financiación de vivienda individual a largo plazo, otorgados antes de la ley marco de vivienda. Irretroactividad de la doctrina constitucional. Reliquidación ordenada por la Ley 546 de 1999.

Capitalización de intereses. 

Fecha: 



01 27 2010

Rad. 



10 2000 00205 01

Acta 



10. 
Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.
CONTRATO DE MUTUO.
Doctrina constitucional sobre créditos hipotecarios de vivienda otorgados antes de la Ley Marco. 
Revisión con fundamento en la imprevisión.

MP José David Corredor Espitia

Extracto: “…al invocarse la doctrina constitucional como fuente de la revisión del contrato, se invoca la imprevisión contractual, haciendo referencia al Art. 868 del C.Co., en las pretensiones expresamente pide que la justicia declare que las condiciones económicas en que fue celebrado el contrato de mutuo han cambiado sustancialmente desde el momento de su celebración hasta la fecha; y porque de manera subsidiaria pide la terminación del contrato con fundamento en la teoría de la imprevisión regulada en la norma citada.”

“…la parte actora no demostró las circunstancias que produjeron el desbordamiento que se imputa a la demandada, no se acredita el cobro en forma tal que se hubieran desconocido las normas que regían y las que luego de la ley 446 de 1.999 rigieron en materia de vivienda y no se demuestra  el desconocimiento de la entidad financiera en la aplicación jurisprudencial de las sentencias sobre créditos hipotecarios de vivienda, en este asunto.”

Fecha: 



04 02 2010   

Rad. 



05 2000 03184

Acta

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión del a quo: 
No probadas las excepciones. Condiciones pactadas variaron sustancialmente en contra de los deudores. Ordena devolver lo cobrado en exceso. 

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y declara prósperas las excepciones propuestas. Niega las pretensiones de la demanda. 

CONTRATO DE MUTUO.
Normas sobre crédito de vivienda individual a largo plazo.
Crédito de tipo comercial. Carga de la prueba.

MP César Evaristo León Vergara

Extracto: “…las directrices de la Ley 546 de 1999 señalan que sus normas están en esencia destinadas a regular la actividad financiera relacionada con la adquisición y construcción de inmuebles a largo plazo, en especial en lo relativo a vivienda, por ello no puede pretenderse que todas las disposiciones en su integridad se apliquen a créditos que no se acomoden a tales objetivos.” 
“…si se trata de un crédito distinto al de financiación de vivienda individual a largo plazo, como sucede en el presente caso (de tipo comercial) no le son aplicables normas relacionadas con los límites que en materia de intereses contempla la ley ya referida (Arts. 17-20) , por tal razón, debe acudirse a las disposiciones generales que regulan la materia contenidas en el Código de Comercio. Tampoco puede hacerse extensiva la normatividad relativa a los alivios contemplada en los artículos 40 y 41 del mencionado precepto, pues estos se crearon con el fin de hacerse efectivo el derecho constitucional a la vivienda y sobre obligaciones, destinadas a su adquisición, más no para créditos de otra especie.”

“…si el demandante en el curso de la primera instancia no demostró, acorde con las reglas que informan la carga de la prueba, que se está en presencia de un crédito contraído para la adquisición de vivienda, es claro que la sociedad accionante no puede obtener a su favor los beneficios otorgados por la Ley 546 de 1999,…” 

Fecha: 



05 02 2010  

Rad. 



03 2005 00132 01

Acta 



06

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión del a quo: 
Concluyó que no es posible acceder a las pretensiones porque el crédito objeto de debate es comercial. 

Decisión de la Sala Civil: 
Confirma

CONTRATO DE MUTUO.
Prueba pericial. Error en el peritaje.

MP Flavio Eduardo Córdoba Fuertes

Extracto:  “…si bien en principio se estableció que los préstamos para la financiación de las viviendas de interés social, no  podían pactarse en signos monetarios diferentes de la moneda corriente, tal disposición solo estuvo vigente, por dos años, desde el 11 de enero de 1989 (fecha de promulgación de la Ley 9ª de 1989) y el 15 de enero de 1991 (fecha de promulgación de la Ley 3ª de 1991), luego entonces, mal hicieron los auxiliares de la justicia al tenerla como sustento de su informe, pues el crédito lo adquirieron los aquí demandantes, el 15 de mayo de 1995.

Igual suerte corrió el Decreto 163 de 1990, pues tácitamente fue derogado por la Ley 3ª de 1991, es decir, que lo citado por los peritos al respecto, no tiene aplicación, por tratarse de una norma que jurídicamente no tiene efectos. 

Tampoco es de recibo el dictamen, teniendo en cuenta que pretenden los peritos designados, aplicar todos los abonos a capital e intereses, pero se olvidan, que además, deben cancelarse mes a mes, las primas de seguro del inmueble, conceptos estos cuyo pago fue acordado en el pagaré suscrito por los demandantes, lo cual va a variar de manera considerable, los saldos a cargo de los mismos y los va alejando cada vez más, de la realidad. 

Finalmente se sale de todo contexto jurídico, la aseveración de los peritos de que a partir del 27 de julio del año 2000, al no existir las Unidades de Cuenta, UPAC y UVR, sólo resta calcular la reliquidación en moneda corriente, pues si bien es cierto, las Unidades de Poder Adquisitivo Constante –UPAC – desaparecieron, a partir de la ley 546 de 1999 se estableció que los créditos vigentes y los futuros se entenderían expresados y se expresarían en Unidades de Valor Real –UVR- garantizándose mediante el Decreto 2703 de 1999, la transición entre uno y otro sistema. 

Estas son algunas de las falencias en que se incurre por los peritos, que a la postre hacen que no se lo pueda tener en cuenta para ninguna conclusión.”

Fecha; 



15 02 2010  

Rad, 



13 2000 00175 (5672)

Acta 



021

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión del a quo: 
Declaró no probadas las excepciones y condenó a la parte demandada.

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y niega las pretensiones de la demanda. 

CONTRATO DE MUTUO.
Reliquidación del crédito. Prueba pericial.

MP César Evaristo León Vergara

Extracto: “…el dictamen pericial aportado por la demandante (…), no es un elemento de juicio suficiente para establecer algún yerro en la reliquidación del crédito, porque sus conclusiones no se ajustaron a los parámetros contenidos en la Ley 546 de 1999 y la Circular 007 de 2000 de la Superintendencia Bancaria en torno a aquella materia, a lo que se agrega que en el antedicho medio probatorio, se hicieron pronunciamientos en torno a la interpretación del experto financiero, sobre los alcances de las sentencias de la Corte Constitucional relacionadas con el sistema UPAC, otorgándoles un equivocado efecto retroactivo, desbordando el objeto que para la prueba pericial prevé el artículo 233 del C. de P. C., así como la competencia del juez en materia de interpretación y aplicación de  normas legales al caso concreto.”

Fecha:



 19 03 2010  

Rad. 



02 2003 00137 01

Acta 



020

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión de primera instancia: 
Niega la nulidad del contrato. Declara que hay lugar a la revisión del contrato de mutuo comercial e hipoteca por haber variado las condiciones del mismo. 

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y desestima las pretensiones. 

CONTRATO DE MUTUO.
Capitalización de intereses. Dictamen pericial.

MP Jorge Jaramillo Villarreal

Extracto: “…la capitalización de intereses es el fenómeno según el cual los intereses moratorios causados y no pagados se suman al capital y causan nuevamente intereses, tal como lo contemplaba el artículo 121, numeral 3º del Decreto 663 de 1993, declarado inexequible “únicamente en cuanto a los créditos para la financiación de vivienda a largo plazo”.( C-747 de 1999), sin embargo, se difirió dicha inexequibilidad hasta el 20 de junio de 2000, plazo máximo con que contaba el Congreso para expedir la correspondiente ley marco que se ocupara de regular un sistema adecuado de financiación de vivienda individual a largo plazo.”

“…la revisión efectuada por vía general a los créditos hipotecarios para adquisición de vivienda operada con la ley 546 de 1999 desplaza la aplicación del artículo 868 del Código de Comercio, cuya estructura tampoco puede utilizarse para variar lo cumplido en cualquier contrato. Ahora bien, dado que se ha establecido la legalidad de la liquidación del crédito y que para la fecha de la demanda ya existía una situación consolidada respecto de la capitalización de intereses, la decisión no puede ser sino desestimatoria.

En esas condiciones tenemos que la decisión del Juez de primera instancia fue desacertada, en primer lugar al ordenar la revisión del contrato de mutuo y en segundo lugar al dar credibilidad absoluta e inopinada a un dictamen pericial fundamentado en la particular interpretación que el perito hace a la doctrina constitucional, siendo que la posición de la Sala se endereza por los motivos que se dejaron expuestos a espacio. En consecuencia, se dispondrá revocar el fallo apelado y en su lugar se dará prosperidad a la excepción propuesta por la parte demandada, teniendo en cuenta los motivos de esta providencia.”

Fecha: 



24 03 2010   

Rad, 



13 2001 00126 01 (438)

Acta 



24

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo. 

Decisión de primera instancia: 
Declaró no probada la excepción de pago, procedente la revisión del contrato de mutuo, negando la pretensión atinente al beneficio de plazo y la subsidiaria de terminación del contrato. 

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca declarando  probada la excepción de pago con base en el artículo 43 de la Ley 546de 1999 y negando las pretensiones de la demanda. 

========== 0 ==========

CONTRATO DE MUTUO.
Irretroactividad de la doctrina constitucional.
Ineficacia de la prueba pericial. Perito rebasa los ámbitos de su competencia. 
MP. Julián Alberto Villegas Perea

Extracto: “Bajo las directrices adoptadas en esta instancia de irretroactividad de la doctrina constitucional sobre créditos hipotecarios para financiación de vivienda individual a largo plazo, el dictamen pericial recogido en el proceso se ofrece ahora como impertinente o al menos inútil para lograr una reliquidación de la obligación bajo esos términos; pero como también versa ese trabajo sobre otros valores cobrados en exceso y la revisión de la reliquidación del crédito practicada por la entidad financiera, es ésta la oportunidad para referirnos al rendido dentro del plenario, para descartar cualquier grado de eficacia. 

El señor juez cognoscente entrega eficacia al dictamen pericial rendido en razón a la objeción por error grave de la pericia inicial por cuanto atiende los criterios legales y la jurisprudencia y por ello acoge el saldo de la  obligación por capital a diciembre de 1999 que arroja dicha reliquidación. Pero en cuanto a los intereses se aparta de tal dictamen para dar aplicación al artículo 17 de la ley 546 de 1999. 

Esta instancia no puede arribar a la misma contundente conclusión a que llegó el funcionario de instancia, veamos porqué:

Desconoce la irretroactividad de los fallos de la doctrina constitucional según se dejó visto a espacio y que es inoficioso repetir, luego más que de cara a dicha doctrina, la reliquidación practicada actúa a espaldas de ella. 

Sin ningún rubor afirma que realiza nueva liquidación del crédito que no contemplara capitalización de intereses y con un sistema que diseñaron un sistema de amortización en clara contravía de lo dispuesto en la ley que dispone que tales sistemas tienen que ser expresamente aprobados por la Superintendencia Bancaria (hoy Superfinanciera, art. 17-7).

De paso, con dicho procedimiento y sin conocer qué sistema de amortización debidamente autorizado aplicaron, volvieron retroactiva no solamente la doctrina constitucional, sino hasta la misma ley de vivienda, con franco desconocimiento de claras disposiciones sobre la materia. 

La perito toma el crédito como si hubiera sido concedido en pesos sin inflación con el fin de evitar la capitalización de intereses y a partir de dicha conversión realiza la nueva liquidación, es decir deja de lado la 
Upac, por tanto desconoce la actualización o revalorización de las obligaciones, en economías inflacionarias como la nuestra, y de paso modifica oficiosamente los términos y clausulado del contrato de mutuo celebrado entre las partes.

Expresa que en dicha liquidación no se “liquidan intereses de mora entre enero 1 de 1993 y 31 de diciembre de 1999”, así mismo que ha retirado la capitalización de intereses, pues así lo dispuso la Sentencia C-955 de 2000. Nótese cómo ha rebasado los ámbitos de su competencia para arrogarse la función de interpretar y aplicar las normas o reglas positivas, función reservada a los jueces de la república. 

Estas inconsistencias y contradicciones que no son de cualquier orden o intrascendentales sino de la mayor importancia nos llevan a restarle valor persuasivo al peritaje, a despecho de lo afirmado por el a quo, pues no es cierto para esta colegiatura que el mismo esté revestido de firmeza, precisión y calidad en sus fundamentos, con desdén de las demás pruebas, pues este medio será uno más dentro del universo probatorio del proceso y por tanto procede su análisis conjunto con los demás, bajo los criterios de la sana crítica.” 

Fecha: 



26 03 2010  

Rad. 



01 2004 00207 01

Acta 



178

Proceso: 


Ordinario. Revisión de contrato de mutuo.

Decisión de primera instancia: 
Concedió las súplicas de la demanda. 

Decisión de la Sala Civil: 
Revoca y declara que la doctrina constitucional no es de aplicación retroactiva, por tanto no hay lugar a la reliquidación del crédito en los términos pretendidos. 

=========== 0 ==========
RECURSO DE ANULACION DE LAUDO ARBITRAL.
Num. 6ª del artículo 163 del Decreto 1818 de 1998.

MP Ana Luz Escobar Lozano

Extracto: “…no resultan válidos los argumentos esgrimidos por el recurrente para descalificar el laudo arbitral, habida cuenta que los árbitros interpretaron el contrato y su otro sí siguiendo las reglas de hermenéutica sentadas entre otros en los artículos 1618, 1620, 1621 y 1622 del CC, definieron las normas jurídicas aplicables al asunto fijando la posición doctrinal y jurisprudencial sentada sobre él, e hicieron referencia a las pruebas practicadas dentro del proceso para valorarlas en forma individual y conjunta. En los anteriores términos, como el hecho que el tribunal sentenciador haya apreciado la cuestión sub judaice en forma distinta a como lo estima la parte recurrente no da lugar a un fallo de conciencia y el proferido no obedece a la íntima convicción o equidad, o al sentido común de los árbitros según se vio, descartado está que se haya proferido en conciencia, por lo que el recurso propuesto ha de declararse infundado por lo expresado hasta aquí.” 

Fecha:


 27 01 2010   

Rad. 


000 2009 00010 00 
Salvamento de Voto
MD César Evaristo León Vergara
“…la antedicha providencia rompe con la línea jurisprudencial que de vieja data ha mantenido el Consejo de Estado, la Corte Constitucional, y la Corte Suprema de Justicia, con respecto a la anulación de Laudos, que debiendo ser proferidos en derecho se han emitido en conciencia, acerca del tema particularmente ilustrativos resultan los salvamentos de voto que se le hicieron a la decisión en comento,…”
SALA DE FAMILIA
DIVORCIO.

Inadmisibilidad y rechazo de plano de la demanda.

Exigencia de prueba ya existente en el expediente.

Anexo del certificado de registro civil de matrimonio para admisión de la demanda de reconvención.

Interpretación de las normas procesales.

Juez debe preguntarse siempre que le imponga una obligación procesal a las partes si ella es adecuada al derecho sustancial que se discute en el proceso correspondiente. 

MP José Luís Aramburo Restrepo

Extracto: “ …el juez debe preguntarse siempre que le imponga una obligación procesal a las partes si ella es adecuada al derecho sustancial que se discute en el proceso correspondiente. De responder semejante pregunta se deriva que la exigencia del certificado de registro civil de matrimonio o cualquier otra prueba ya existente en el expediente al actor en reconvención, es ilegal. 

De hecho, incluso el criterio para pedir ese certificado era incongruente con la admisión de la demanda inicial. Esto porque si nos atenemos al mero método exegético, que rige el auto recurrido, de lectura de los artículos 77 y 79 (ibídem) el propio actor debió haber presentado dos certificados de registro civil de matrimonio: uno para acreditar su propia calidad de cónyuge y otro para demostrar la misma calidad con que citaba a la demandada.” 

Fecha:




 02 02 2010   

Rad. 




08 2008 00639 01

Acta 
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Proceso: 



Divorcio.

Decisión de primera instancia: 
Rechazó la demanda de reconvención por no haber aportado al proceso el certificado de registro civil de matrimonio.

Decisión de la Sala de Familia: 
Revoca el auto recurrido y ordena admitir la demanda de reconvención.
DIVORCIO.
Compensación de culpas.
Esposa reclama parte de la pensión que recibe su esposo.

Caso en el que ambos cónyuges han incumplido sus deberes hasta el deterioro matrimonial. 

MP José Luis Aramburo Restrepo.

Extracto: “ …no opera en la evaluación de las causales culpabilistas matrimoniales el criterio de compensación de culpas, que puede presentarse en debates de responsabilidad civil extracontractual.”

“…frente a la recíproca demanda por la cual ambos esposos piden el divorcio y descargan su responsabilidad en su consorte, se debe entender que hay una relación disfuncional en el matrimonio, que por supuesto no le da derecho a ninguno para sentirse inocente, pero que no los libera a ambos de sentirse culpables.

Ello lleva, por obvia conclusión, a que el divorcio debe proceder, pues de otra forma atribuimos al orden jurídico la intención de proteger uniones matrimoniales no queridas por ambos contrayentes.”

“Finalmente, habrá que responder a los argumentos de la esposa sobre su derecho a disfrutar de parte de la pensión que percibe su marido. Ese derecho no puede nacer de alimentos como esposa divorciada, pues ellos tienen como presupuesto que el marido haya sido el único culpable del desquiciamiento doméstico que, en últimas, hemos reconocido. Ella misma tuvo la sinceridad de reconocer, en el interrogatorio de parte que hemos citado atrás, que algo en su propia conducta llevó a esa crisis. No caber duda, en efecto, que la reiteración de frases desobligantes para con la esposa o de esta hacia el marido lleva paulatinamente a la pérdida de la unidad doméstica, que alguna vez fue cimentada en frases afectuosas y amables.” 

Fecha: 04 02 2010   

Rad. 07 2005 00304 01

Acta 

Proceso: Divorcio.

Decisión de primera instancia: Negó las pretensiones de la demanda principal, como de la de reconvención y se declaró probada la excepción de fondo de caducidad. 

Decisión de la Sala de Familia: Revoca y decreta la cesación de efectos civiles del matrimonio. 

DIVORCIO.
Derechos y obligaciones entre los padres y los hijos legítimos.
Derechos fundamentales de salud y educación de menor.
 Caso en el que el acuerdo a que llegaron los padres y con el cual se accedió al divorcio no incluye la cantidad con que el demandado debe contribuir al sostenimiento de su hija.

MP Julio César Piedrahita Sandoval. 

Extracto: El acuerdo dispuso una suma de dinero mensual equivalente a $50.000 y unas cuotas adicionales por el mismo valor en los meses de julio y diciembre de cada año por concepto de ropa y calzado para la menor, y guardó silencio sobre los dos aspectos que echa de menos la impugnante en ejercicio de sus funciones como defensora de familia, para lo cual deberá complementarse en orden a que se ajuste en un todo al derecho sustancial que se exige legalmente, o sea la normatividad prevista en el título XII del Código Civil, que versa sobre los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos legítimos, y la del Código de Procedimiento Civil en su artículo 444, estipulándose en concreto la contribución del demanda-do sobre esos dos aspectos tan importantes para el desarrollo físico, psíquico y fisiológico de la menor, de acuerdo con su capacidad económica, sobre todo porque si es obligación del Estado asumir el costo de la salud integral de los adolescentes no incluidos como beneficiarios en el régimen contributivo o subsidiado, en el caso puntual de Luliana Alejandra la atención de su sa-lud está parcialmente cubierta por la madre que la tiene afiliada a una E.P.S. según lo dice la defensora impugnante. Con relación a la educación de la menor que ya cuenta con trece años de edad tampoco nada se dispuso, como que nada distinto del señalamiento de la irrisoria su-ma de dinero que se menciona, la cual es global para todos los aspectos que comprende el concepto de alimentos con fundamento en el artículo 24 del Código de la Infancia y la Adolescencia .”

Fecha:           


24 02 2010   

Rad,



06 2008 00354 01

Acta 

Proceso: 


Divorcio de matrimonio civil 

Decisión de primera instancia: 
Accedió al divorcio de los cónyuges.

Problema jurídico:  
Acuerdo entre las partes, vulnera el derecho a la educación y la salud del menor.

Decisión de la Sala de Familia: 
Revoca con el objeto de que el acuerdo conyugal se ajuste al derecho sustancial, señalándose en concreto la obligación con respecto a la educación y la salud de la menor
FILIACION Y PETICION DE HERENCIA.

Solo los jueces pueden declarar la preclusión de investigaciones penales.

 Son objeto de la acción de petición de herencia todos los bienes en cabeza del causante cuando murió e incluso los que tenía como mero tenedor, salvo que ellos vuelvan legítimamente a sus dueños. 

MP José Luís Aramburo Restrepo.

Extractos: “…hoy en día solamente los jueces pueden declarar la preclusión de investigaciones penales. Efectivamente, en providencia de la Sala Plena de la Corte (Auto. jul. 5/2007, Rad. 2007-0019. M.P. Yesid Ramírez Bastidas) se explica, en efecto, que “El fiscal es quien ordena el archivo de las diligencias; solamente los jueces pueden disponer la preclusión de la investigación”. Por cierto, incluso cuando la preclusión lleve a la extinción de la acción penal, el Art. 80 del Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004) deja a salvo la “acción civil derivada del injusto”, además de la extinción de dominio. 

Es obvio entonces que ninguna de las atribuciones de la fiscalía le permiten resolver aspectos como el que nos atañe, que implican debates en que se controvierten aspectos de formación de la masa sucesoral, cuando quiera que se intenta una petición de herencia, cuya decisión final, de ser próspera a sus pretensiones, permitiría al actor considerarse cabal representante de la universalidad patrimonial relicta.”

“En conclusión, los bienes afectos a las medidas cautelares de registro de la demanda constituyen bienes gerenciales, por cuanto estaban bajo la titularidad del causante al momento de la apertura de la sucesión, el de su muerte. El aporte hecho por (H…) de esos bienes a la sociedad GUTIÉRREZ, CÉSPEDES S EN C. no los sustrae de esa condición. En conclusión, las medidas cautelares son adecuadas aquí al fin de arraigar los citados inmuebles al resultado del proceso y la decisión de levantarlas resulta, por ello, insostenible.”

Fecha:




 26 01 2010    

Rad.
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Proceso: 



Ordinario. Filiación y petición de herencia.

Decisión de primera instancia: 
Basada en una decisión de la fiscalía que precluyó investigación penal en relación con posibles ilícitos cometidos con la celebración de escrituras, juez decidió que  quedó establecida la legalidad de los actos. 

Decisión de la Sala de Familia:

 Revoca la decisión recurrida.

Salvamento de _Voto.

MD Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos
 “...jurídicamente la propiedad de los inmuebles de las matrículas 370-345971 y 3843731  radica en la Sociedad GUTIERREZ CESPEDES S. EN C., persona jurídica contra quien no se ha planteado pretensión alguna, razón por la cual no se ve cómo puedan afectarse esos bienes.”
“…de por medio está una persona jurídica extraña al proceso y ligada al negocio jurídico de transferencia de dominio, cuya eficacia no ha sido desvirtuada mediante sentencia dictada en proceso en la que ésta sea la parte vencida.”

IMPUGNACION DE LA PATERNIDAD.

Término para impugnar la paternidad.

Caducidad de la acción de impugnación de reconocimiento de hijo extramatrimonial.

 Caso en el que habiendo reconocido ser el padre del menor, posteriormente,  una vez   conocido el resultado de ADN surgió el interés de impugnar la paternidad.

MP Julio César Piedrahita Sandoval

Extractos. “Acerca del reconocimiento por parte del demandante ha de verse que tal acto se hizo en el convencimiento pleno de que realmente era el padre biológico conforme se dice en la demanda, además de voluntario según lo manifestó en el interrogatorio que absolvió, y se produjo igualmente de tal manera por el deseo de su padre Rómulo Marín Correa y su familia en el sentido de que procediera a hacerlo si estaba convencido de la paternidad.

Distinto es que después del reconocimiento, por petición de su abuela paterna del demandante según el citado Rómulo Marín Correa en la declaración que rindió, en el sentido de que aquél acudiera a la prueba de ADN, surgiera el interés para impugnar a partir de la prueba que practicó el laboratorio de la Universidad del Valle l 25 de febrero de 2002, no a partir del reconocimiento el 10 de enero de 2001 o del examen que se practicó en la primera semana de enero de 2001 según lo afirma el demandante, por lo mismo que no se aportó la prueba y lo que es peor cuyo resultado no resultó confiable,…”

“Se reitera después de la evaluación probatoria que fue solamente a partir de cuando el demandante se informó del resultado de la segunda prueba genética que surgió el interés actual y pudo hacer valer su derecho en orden a impugnar la paternidad y que, por lo mismo, su acción no está caduca. Síguese, consecuencialmente, el estudio de la causal de impugnación que consagraba el artículo 248 del Código Civil, la de que el menor no ha podido tener como padre al demandante.”

“El juzgado decretó la prueba científica al menor, la madre y el supuesto padre por parte del Grupo de Genética Forense del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, cuyo resultado excluye al actor como padre biológico…”

“Tales pruebas demuestran científicamente que el demandante no puede ser el progenitor del menor demandado, conclusión a la que se llega por haber sido practicado el dictamen por laboratorio especializado en la materia, las exclusiones de paternidad en los sistemas analizados, por lo mismo que el actor no posee todos los alelos paternos obligados (AOP) que debería tener el padre biológico del menor, la falta de objeciones a su resultado y la coincidencia de éste con el del que se practicó por fuera del proceso por parte del laboratorio de la universidad que cuenta también con personal igualmente especializado, por lo que se impone revocar la sentencia apelada, para, en su lugar, acceder a las súplicas de la demanda, con la consecuente condena en costas.”

Fecha:      



18 02 2010   

Rad. 
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Acta 




016

Proceso: 



Impugnación de la paternidad.

Decisión de primera instancia: 
Declaró la caducidad de la acción de impugnación de la paternidad. 

Decisión de la Sala de Familia: 
Revoca y declara que el menor no es hijo del demandante, y éste,no tiene, por ende, ninguna obligación con aquél. 

Salvamento de Voto.

Acción de impugnación de la paternidad fue ejercida extemporánemente.

MD Henry Cadena Franco

Extracto: “…la calidad de padre y sus consecuencias jurídicas son permanentes y constantes; y es precisamente por ser esas consecuencias jurídicas permanentes y constantes que su interés obtiene la calificación actual y que además se mantiene como permanente, y es como consecuencia precisamente de ello que al momento del nacimiento de tal interés, es que se comienza a contar el término de caducidad, pues si así no fuera, podría el padre, en cualquier momento, y aduciendo cualquier circunstancia, impugnar el reconocimiento que hizo de manera voluntaria, quedando vulnerable por siempre la calidad de hijo de esta manera obtenida, lo que obviamente riñe con la lógica y la seguridad jurídica que en este tipo de relaciones pretende estabilizar y consolidar la norma.”

NULIDAD.

Recurso de súplica.

Defecto en las notificaciones de personas determinadas.

Indebido emplazamiento de herederos indeterminados.

MP Julio César Piedrahita Sandoval.

Extractos: “Caros intereses de orden público dirigidos a impedir que los juicios se adelanten a espaldas de los interesados en su resultado, obligan al juez a declarar oficiosamente las nulidades insaneables que observe en cualquier estado del proceso antes de que se dicte sentencia. Entratándose de defectos en las notificaciones de personas determinadas o el emplazamiento de las demás personas aunque sean indeterminadas, es determinante que se sopese, “como en últimas lo pregona el numeral 4 del artículo 144 del Código de Procedimiento Civil –según la Corte Suprema de Justicia -, si el acto de notificación o emplazamiento cumplió o no su finalidad y si se violó o no el derecho de defensa. 

Sin embargo de la relevancia del defecto que se anota en el auto recurrido, pues en contravía de lo dispuesto en el anterior artículo 318 del Código de Procedimiento Civil (d. 2282/89), en el emplazamiento de los herederos indeterminados se varió el nombre de Víctor Mario por Víctor María y fuera de lo anterior el apellido materno Ararat que no aparece en el registro civil de defunción, no se vulneró el derecho de defensa …”

“El yerro in procedendo que se viene comentando no genera entonces indefectiblemente la nulidad parcial de la actuación teniendo en cuenta los principios orientadores de su declaratoria, el de la convalidación y el de la trascendencia, por cuanto el emplazamiento cumplió su finalidad para la cual estaba destinado y menos se violó el derecho de defensa según se deja expuesto.”

Fecha:       


 04 02 2010.

Rad. 



08 2001 00146 02

Problema jurídico:
 Recurso de súplica interpuesto contra el auto proferido por el magistrado ponente que anuló lo actuado a partir de sentencia proferida por el Juzgado Octavo de Familia de Cali, que declaró la existencia de la unión marital de hecho y la sociedad patrimonial de compañeros permanentes.

Decisión de la Sala de Familia: Revoca el auto proferido por el magistrado ponente.

Aclaración de Voto:

MD Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos
Extracto: “Afianzada la providencia suplicada en un ciertamente indebido emplazamiento de los herederos indeterminados, estructurado a consecuencia de haberse consignado equivocadamente el dato esencial del nombre del causante (VICTOR MARIA y no VICTOR MARIO LUCUMI) en el listado de emplazamiento, sostuve sin éxito que tal falencia era intrascendente dado que en el curso de la primera instancia se liquidó notarialmente la herencia con la sola participación de GLADYS y NANCY LUCUMI RODRIGUEZ,…quienes son las únicas que tienen el carácter de herederas por haber aceptado la herencia y haber sido partícipes en su liquidación, acto este impeditivo de que ahora se pueda hablar de la existencia de sucesión; si esto es así, jurídicamente es imposible que terceros pudiesen venir a título de herederos indeterminados a controvertir como demandados las pretensiones de la demanda pues si convocados al proceso de sucesión no comparecieron, si alguno fue preterido podría por este sólo hecho hacer valer ese título, si no es a través de un proceso de petición de herencia, como consecuencia del cual se le reconociese igual o mejor derecho que aquellas.” 
RECURSO DE QUEJA.

Presentación de la partición, objeciones y aprobación.

Recurso de apelación.

MP José Luis Aramburo Restrepo.

Extracto: “Para la Sala no hay duda que las quejosas objetaron el dictamen y que el rechazo de la objeción, por parte del juez, carecía de suficiente asidero jurídico. Así lo reconoce el proyecto inicial, sometido a discusión de la Sala; con todo, el ponente entonces estimó que debieron las impugnantes haber recurrido en apelación contra ese auto, so pena de que el mismo quedase en firme.

La mayoría no comparte ese criterio. El recurso de apelación contra la sentencia aprobatoria de la partición incluye, por supuesto, cualquier decisión del juzgado que niegue la objeción, pues de otra forma no se entendería que la norma condicione la apelación simplemente a la formulación de objeciones y no a su trámite por el juzgado. Es,  por cierto, contrario a la economía y concentración procesal exigir que antes de apelarse la sentencia aprobatoria de la partición tenga que surtirse otra apelación sobre el rechazo de plano a las oposiciones.

En realidad la sentencia aprobatoria de la partición tiene que considerar cualquier observación que se hubiera presentado oportunamente contra el trabajo de partición, pues este es realmente el nudo de la controversia y el momento oportuno para controvertir las tesis del juzgado al respecto es en la apelación a la sentencia. Justamente por ello la aprobación de la partición es una sentencia y no un auto, como lo son normalmente los que deciden incidentes. 

Por tanto, tampoco puede considerarse aplicable a este asunto el ordinal 4 del Art. 351 pues, como bien se sabe, el auto que rechace de plano un incidente se hace apelable por cuanto no hay otra oportunidad para controvertir la validez de esa decisión; aquí, por el contrario, la controversia es pertinente al aprobar la sentencia fundada en la consideración de que no hay objeción válida. 

Finalmente, tampoco se cumple la finalidad a que tiende la restricción a la apelación de la sentencia aprobatoria de la partición, con la que se justifica la negativa a conceder la apelación. Si no se produce una objeción a la partición, no hay, en efecto, un punto preciso que controvertir en apelación, toda vez que el recurso no puede eximir la expresión concreta la disconformidad al trabajo de partición que debe expresarse dentro del traslado del trabajo. Producida una objeción, contrario sensu, hay uno o varios aspectos a debatir en la apelación, por lo que el recurso se torna procedente.”

Fecha:
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Rad. 
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Proceso: 


Recurso de Queja.

Decisión de primera instancia: 
Denegó el trámite del incidente.

Decisión de la Sala de Familia: Consideró mal denegado el recurso y ordenó su trámite.

Savamento de Voto.

MD Carlos Hernando Sanmiguel Cubillos
Extractos:  “ ...producida la sentencia el 16 de mayo subsiguiente, no cabía esperar que hubiese decisión en torno de las objeciones por ser materia que el juez de antemano descartó con la aquiescencia de las interesadas; quienes con esa actitud en la práctica desistieron de su formulación, manera como lo habilitaron para que dictara la que le impartió aprobación a la cuenta de partición, contra la que en verdad no cabe el recurso de apelación, …”

“…mal puede el Tribunal, por sustracción de materia, entrar a pronunciarse en apelación sobre lo que no fue tema de la decisión combatida, razón de ser de la alzada cuando media el trámite de las objeciones. Esto explica la razón por la cual la queja fustiga la decisión denegatoria del trámite del incidente, que no propiamente la sentencia.”

SALA LABORAL
[image: image3.jpg]



Palacio Nacional. 

Foto tomada en 1950.
COMPETENCIA.
Falta de jurisdicción y competencia.
Inhibición. Ausencia del presupuesto procesal de jurisdicción y competencia.

MP Carlos Alberto Carreño Raga.

Extracto:  “…siendo el I.S.S. el único demandado, la examinación y condena solo puede referirse a los servicios a él prestados hasta el 26 de junio de 2003, tal como se precisa en el recurso, conociéndose de su escisión ordenada en el Decreto 1750/03, pues de ahí en adelante los servicios se dan a favor de una persona jurídica diferente, además de no cumplir en calidad de trabajador oficial y configurándose como lo decantó la Corte Constitucional en las Tutelas 1238 y 1239 de 2008, la figura de la sustitución patronal. 

También es de ver respecto de los derechos materia de condena por parte del juzgado y referidos a los prestados con posterioridad al 26 del junio del año 2003, que no hay competencia de la rama laboral de la jurisdicción ordinaria para pronunciarse, lo que obliga, ante la ausencia del presupuesto procesal de jurisdicción y competencia, declarar la inhibición, cosa que así se hará. 

Así las cosas, se modificará la sentencia en el sentido de declarar la existencia de la relación laboral entre el 19 de diciembre de 1996 al 26 de junio de 2003, originando ello la reliquidación de los derechos concedidos,, pero con los elementos cognitivos atendidos por el Juzgado pues no hubo objeción en esos aspectos, declarándose igualmente la inhibición de pronunciarse la Sala de los demás, por falta de competencia, ordenándose la devolución del expediente al juzgado de instancia para que remita las piezas procesales ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa para asumir el conocimiento respecto de los derechos posteriores a ésta data.”

Fecha
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Proceso: 


Ordinario.

Decisión de primera instancia: 
Declaró la existencia de un contrato laboral

Decisión de la Sala Laboral: 
Declara la inhibición 

Aclaración de Voto. 

Juez no puede fraccionar los tiempos reclamados.
MD Luis Gabriel Moreno Lovera.

Extracto: “1.- No estoy de acuerdo con la inhibitoria, por cuanto lo técnico, hubiera sido absolver por la fracción servida del 26 de junio de 2003 al 30 de noviembre de 2003, porque no habiendo sido demandada la ESE AN, en cuyo caso lo correcto en mi sentir era decretar la nulidad para que el juez administrativo conociera de todas las pretensiones con fecha de exigibilidad a 30 de noviembre de 2003, pero como en este caso no procedía tal remisión, es igualmente equivocado disponer que se compulsen copias para tal efecto.

 2.- Insisto en mi sentir, el juez no puede fraccionar los tiempos reclamados, porque el demandante pretende el pago de derechos con fecha de terminación a 30 de noviembre de 2003, y si se considera que hay sustitución patronal de la ESE AN  con el ISS, con mayor razón.” 

COMPETENCIA
Falta de jurisdicción y competencia, empleado público, reajuste de jubilación, convecino colectiva.
MP Aura Esther Lamo Gómez
No se trata de una controversia relativa al sistema de seguridad social integral propiamente dicha, pues el reajuste pensional pretendido tiene origen en la inconformidad  frente a los emolumentos percibidos en su calidad  de “empleado publico”, en los últimos de los dos años que se afirma, no fueron  tenidos en cuenta para la liquidación de sus mesadas pensionales en el 100% como lo prevé el articulo 98 de la convención colectiva de trabajo suscrita, de la cual se beneficia, de donde deriva que estamos en presencia de una  excepcional situación que escapa de la esfera de la seguridad social, a voces en los artículos 11 y 279 de la ley 100 de 1993 
FECHA: 10 marzo  del 2010.

RADICACIÓN: 760013105-008-2009-00467-01.

ACTA: 022.

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Que se reajuste  su pensión de jubilación reconocida mediante resolución con el 100% del promedio  de lo percibido en los dos últimos años.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Declara falta  de jurisdicción  y competencia  y de  competencia del juez laboral para reconocer del conflicto planteado, ordena a continuar  con le presente proceso.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca, y en su lugar declara probada  la excepción de falta de jurisdicción y competencia propuesta la parte demandad. Devolver las diligencias al juzgado de origen para que remita el proceso al competente, ande la jurisdicción contenciosos administrativo.


CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS.
Prescripción.
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo

La Sala del Tribunal entra a determinar si existió o no entre las partes una relación laboral regida por un contrato de trabajo y las consecuencias jurídicas que de allí se derivan con el fin de establecer si se generaron o no cargo de la demandada y a favor de la accionante los derechos laborales que reclama. Las partes estuvieron ligadas a través de un contrato ficto de trabajo que generó a cargo de la entidad demandada y a favor del accionante el pago de cesantías, intereses a las cesantías, prima de servicios y vacaciones, pero no hay lugar a su reconocimiento por cuanto dichas acreencias se encuentran prescritas. Pues no obstante la parte actora que su relación laboral se sostuvo entre octubre de 1993 y diciembre del 2003, del material probatorio recaudado se estableció que los extremos cronológicos de la misma fueron entre el 14 de mayo de 1998 y el 30 de junio de 2003, y al agotarse la reclamación el 18 de septiembre de 2006, los derechos que hubieran podido derivarse de ella, se vieron afectados por el fenómeno de la prescripción de conformidad a lo dispuesto en el artículo 488 del Código Sustantivo del Trabajo en concordancia con lo dispuesto en el artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, por cuanto la parte demandante dejó transcurrir más de tres años, sin exigir el reconocimiento y pago de las acreencias laborales a que consideraba tener derecho.

Es regla reconocida legal y jurisprudencialmente que quien alega un derecho debe probar los hechos generadores del mismo, sin embargo, la parte actora olvidó que en desarrollo del principio de la carga de la prueba, artículo 177 del Código de Procedimiento Civil, aplicable por analogía en asuntos laborales, le incumbía demostrar los extremos de la relación laboral, siendo necesario atenerse a lo debidamente probado a través de los medios de convicción oportunamente arrimados al proceso, que difiere de lo alegado en la demanda, resulta la decisión adversa a las pretensiones de la demandante. Al haberse agotado extemporáneamente la reclamación administrativa no se vio interrumpida la prescripción y por tanto ya se encontraba prescrito cualquier eventual derecho a favor del accionante cuando se interpuso esta acción.

Fecha. 

Marzo 10 2010.

Radicación.
 760013105 0006 2007 00040 01.

Acta.

 022.

Proceso. 
 Ordinario Laboral.

Petición. 
Reintegro al cargo que desempeñaba al momento de su despido, al consecuente pago de las pretensiones y salarios dejados de percibir, al pago de los reajustes salariales legales o convencionales, a la nivelación salarial, las primas legales de mitad y fin de año, vacaciones causadas y compensadas en dinero, primas de vacaciones, auxilio de alimentación, subsidio familiar, dotaciones, reintegro de los valores pagados a la seguridad social en salud y pensiones, las anteriores condenas que solicita como pretensiones principales y como subsidiarias el pago de la indemnización por despido injusto más prestaciones sociales tales como la cesantía, los intereses a las cesantías, reintegro del 6% de retención en la fuente descontado de los salarios devengados, la indexación y la indemnización moratoria de que trata el Decreto 797 de 1949 y la establecida en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990.

Decisión de Primera Instancia. 
Condena a la entidad demandada al pago de cesantías, intereses a las cesantías, primas de servicio e indexación, y se absolvió de las demás pretensiones de la demanda.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia concurrida.

CONTRATO DE TRABAJO.
 No es posible cuantificar condena basado en supuestos o presunciones infundadas. 

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extracto:  “Sin mayores pruebas a las cuales sea posible recurrir para determinar el extremo inicial de la relación laboral, debe la actora sufrir con las consecuencias procesales de su falencia probatoria y, en consecuencia, se despacharán desfavorablemente las pretensiones incoadas pues no es posible cuantificar condena alguna basados en supuestos o presunciones infundadas tales como lo hizo el Juez de primera instancia en una actuación que se destaca por su ligereza.” 

Fecha: 



20 01 2010   

Rad 



09 2007 00057 01

Acta 



32

Proceso: 


Ordinario. Existencia contrato de trabajo.

Decisión de primera instancia: 
Condenó a la demandada.

Decisión de la Sala Laboral. 
Revoca y absuelve.

CONTRATO DE TRABAJO.
Confesión ficta. Reconocimiento de tiempo suplementario.

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extractos: “Para desatar el recurso se tendrá en cuenta, en primer lugar, la aludida confesión ficta por cuanto la misma, según el resultado, podría o no incidir en lo demás. Al respecto vale decir que la misma se imputó no como consecuencia de la inasistencia al interrogatorio de parte –como lo anota la apoderada judicial – sino a la audiencia de conciliación de conformidad con el artículo 77 del C.P.T.”

“Como consecuencia de la confesión ficta se invirtió la carga de la prueba en cabeza de la parte pasiva quien debía, dentro del período probatorio, desvirtuar la presunción legal declarada en su contra.”

“Sin embargo sí es posible cuantificar las horas extras y los recargos nocturnos, dominicales y festivos retomando y desarrollando las consideraciones de líneas anteriores. Para tal fin se deben tener en cuenta los períodos para los que la demandada logró desvirtuar la confesión ficta, además de la modificación de la Ley 789 de 2002 (27 de diciembre) respecto de los horarios diurnos y nocturnos. También hay que precisar que los domingos serán siempre y en su totalidad compuestos de horas extras puesto que la jornada máxima legal de 48 horas semanales se agota cada sábado …”

Fecha:



 20 01 2010  

Rad. 



06 2005 00462 01

Acta 



32

Proceso: 


Ordinario.

Pretensión: 
Existencia de contrato de trabajo y reconocimiento de reajuste salarial, horas extras, dominicales y festivos laborados.

Decisión de primera instancia: 
Absolvió a la demandada.

Decisión de la Sala Laboral: 
Revoca y condena.

CONTRATO DE TRABAJO.
Concurrencia de contratos.  Art.  25  C.S.T.
Ambos contratos  dan a lugar a todas las prestaciones sociales de dicho estatuto.
 Por ser normas de interés público, no quedan  al gusto ni al capricho de las partes, por contener derechos irrenunciables. 
MP Luis Gabriel Moreno Lovera

El  empleador olvida que ambos contratos, son labores y se rigen por el código sustantivo de trabajo, así lo sentó el ad quo al transcribir el articulo 45 C.S.T. Como  consecuencia obvia, ambos contratos  dan lugar a todas las prestaciones sociales de dicho estatuto. Por ser estas normas de interés público, no queda al gusto  ni al capricho de las partes, por contener derechos irrenunciables y mínimos, ni al imperio voluntarioso del patrono determinar cuando paga y cuando no dichos mínimos irrenunciables. En  el caso particular, los fines de ambos contratos no son inconexas al contrario se complementan, por lo que no hay causa distinta  al manejo torticero y burlador de los derechos del la parte demandante. Uno de los contratos  es laboral  porque  quiere pagarle todos los derechos de la legislación laboral y otro laboral pero sin pago  de tales derechos, porque así lo decide, lo que no deja de ser un barbarismo jurídico  y arbitrario para burlar los derecho mínimos e irrenunciables del docente y, en especial, su seguridad social en salud, pensiones y riesgos profesionales.

FECHA: 27 de enero de 2010

RADICACIÓN No. 76-001-31-05-007-2008-00030-00

ACTA: No.017

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se condene  a pagar  la indemnización  moratoria  del articulo 99 de la ley 50 de 1990 por la no consignación de cesantías, la  diferencia  en la liquidación con el salario  real, la indemnización moratoria del articulo 65 por pago tardío y por liquidar las prestaciones con un salario inferior, lo probado extra y ultra petita, junto con las costas.

Decisión de primera instancia: 

Condena  al demandado  al pago de la sanción  por la no consignación de cesantías  y absuelve en relación con las restantes  pretensiones, a pesar de estar probado el segundo contrato, pero  que no puede entrar a efectuar una eventual liquidación de prestaciones sociales por no haberlo  solicitado así el  demándate.

Decisión de Segunda Instancia: Modificar el valor (lo aumento), de la  por la no consignación de cesantías. Revoca el numeral segundo para condenar a la parte demandada a pagar la diferencia de la liquidación de los derecho laborares. Condena a l demandado a la indemnización moratoria, constas de esta instancia a cargo de la parte demandada.

CONTRATO DE TRABAJO.
Presunción. Contrato verbal de trabajo. Contrato de cuentas en participación.

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extractos: “El contrato de Cuentas en Participación se encuentra regulado por el Código de Comercio en sus artículos 507 a 514. El mismo se define como la participación de dos o más personas que tienen la calidad de comerciantes en operaciones mercantiles determinadas que deberá ejecutar una de ellas en su solo nombre y bajo su crédito personal, con cargo de rendir cuentas posteriores y dividir las ganancias y pérdidas con los demás partícipes que tendrán el carácter de ocultos. Este contrato es por naturaleza consensual,  lo que quiere decir que no requiere de las formalidades y solemnidades del común de contratos mercantiles.”

“ …es menester del demandado demostrar, por cualquiera de los medios legales de prueba, la formación, modificación o extinción del contrato que alega existió entre las partes.”

“Al rompe se observa que si una de las funciones de la demandante era la de conseguir y vender a terceros, nunca hubo intención de mantener oculta su identidad como lo demanda un verdadero contrato de cuentas en participación por lo cual es evidente que el mismo nunca existió.”
“ Por todo lo anterior impera concluir que entre las partes nunca existió un contrato comercial por lo que prevalece la presunción legal del artículo 24 del CST y debe el Tribunal reconocer que entre las partes existió un verdadero contrato de trabajo.”

Fecha: 28 01 2010   

Rad. 11 2007 00169 01

Acta 33

Proceso: Ordinario.

Pretensión: Entre las partes existió contrato verbal de trabajo.

Decisión de primera instancia: Absuelve al demandado.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena.

CONTRATO DE TRABAJO.
Contrato de trabajo verbal. Despido Injustificado. Indemnización moratoria.
MP Jorge Eliécer Mosquera Trejos

La parte demandante apela motivando la violación al debido proceso por parte del a quo y por error de derecho en la apreciación de pruebas. La sala entra a estudiar si entre las partes en conflicto existió contrato a término fijo o un contrato a término indefinido, si el despido del accionante fue justificado o injustificado. La sala teniendo en cuenta que no hay prueba por escrito de un contrato de trabajo,  y que las dos partes coinciden en afirmar que la relación laboral se originó mediante un contrato verbal y por lo tanto se tendrá este como tal. Ahora bien, en cuanto a la justificación o injustificación del despido considera la sala que la facultad que tiene el empleador de dar por terminada la relación laboral por culpa imputable al trabajador no se encuentra supeditada en el Código Sustantivo del Trabajo a trámite disciplinario alguno, basta con que se presente una de las justas causas previstas en esa normatividad para que aquél pueda legítimamente hacer uso del derecho de poner fin al contrato de trabajo, lógicamente con el cumplimiento de las formalidades exigidas por la ley como son la obligación de manifestar al momento de la comunicación del despido la causal o el motivo determinante de esa decisión, caso diferente se presenta cuando el empleador ha establecido un procedimiento necesario para la validez del despido o se pacta de esa manera en la convención o en el pacto colectivo pues en dicha circunstancia es imprescindible su cumplimiento so pena de que el despido sea ilegal. Al trabajador le corresponde demostrar el hecho del despido y al empleador le corresponde probar su justificación. Es natural que el trabajador demuestre que el empleador no cumplió con su obligación de respetar el término del contrato, y el empleador para exonerarse de la indemnización proveniente de la rescisión del contrato, debe comprobar que dejó de cumplir su obligación por haberse producido alguna de las causales señaladas en la ley. Por lo tanto la Sala procede a revocar la sentencia y en su lugar condena a la fábrica demandada a reconocer el pago de indemnización por despido injusto. Modificar la sentencia y en su lugar condenar a la misma a pagar la indemnización moratoria por el no pago de las prestaciones sociales, y en lo demás confirma la sentencia.
Fecha. Febrero 12 02 10

Radicación. 00520060006701.

Acta. 004.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Declaración de la existencia de contrato de trabajo indefinido entre las partes, el cual terminó sin justa causa; y consecuentemente se condene a la demandada a pagar a favor del actor lo correspondiente a: cesantías, sanción por no consignación de cesantías a un fondo, primas, vacaciones, intereses a las cesantías, indemnización por no pago de intereses a las cesantías, salarios dejados de cancelar, auxilio de transporte, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria por falta de pago, costas y agencias en derecho.

Decisión de Primera Instancia. Se declaró la existencia laboral en virtud de tres contratos (3 periodos diferentes). Se condenó a la demandada a pagar a favor del actor la indemnización moratoria, indemnización por no consignación de cesantías en un fondo, al pago de las costas, y la absuelve de las demás pretensiones formuladas en su contra.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca, modifica y confirma la sentencia apelada

CONTRATO DE TRABAJO.
Contrato  verbal. Despido Injustificado. Indemnización moratoria.

MP Jorge Eliécer Mosquera Trejos

La parte demandante apela motivando la violación al debido proceso por parte del a quo y por error de derecho en la apreciación de pruebas. La sala entra a estudiar si entre las partes en conflicto existió contrato a término fijo o un contrato a término indefinido, si el despido del accionante fue justificado o injustificado. La sala teniendo en cuenta que no hay prueba por escrito de un contrato de trabajo,  y que las dos partes coinciden en afirmar que la relación laboral se originó mediante un contrato verbal y por lo tanto se tendrá este como tal. Ahora bien, en cuanto a la justificación o injustificación del despido considera la sala que la facultad que tiene el empleador de dar por terminada la relación laboral por culpa imputable al trabajador no se encuentra supeditada en el Código Sustantivo del Trabajo a trámite disciplinario alguno, basta con que se presente una de las justas causas previstas en esa normatividad para que aquél pueda legítimamente hacer uso del derecho de poner fin al contrato de trabajo, lógicamente con el cumplimiento de las formalidades exigidas por la ley como son la obligación de manifestar al momento de la comunicación del despido la causal o el motivo determinante de esa decisión, caso diferente se presenta cuando el empleador ha establecido un procedimiento necesario para la validez del despido o se pacta de esa manera en la convención o en el pacto colectivo pues en dicha circunstancia es imprescindible su cumplimiento so pena de que el despido sea ilegal. Al trabajador le corresponde demostrar el hecho del despido y al empleador le corresponde probar su justificación. Es natural que el trabajador demuestre que el empleador no cumplió con su obligación de respetar el término del contrato, y el empleador para exonerarse de la indemnización proveniente de la rescisión del contrato, debe comprobar que dejó de cumplir su obligación por haberse producido alguna de las causales señaladas en la ley. Por lo tanto la Sala procede a revocar la sentencia y en su lugar condena a la fábrica demandada a reconocer el pago de indemnización por despido injusto. Modificar la sentencia y en su lugar condenar a la misma a pagar la indemnización moratoria por el no pago de las prestaciones sociales, y en lo demás confirma la sentencia.
Fecha. Febrero 12 2010

Radicación. 00520060006701.

Acta. 004.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Declaración de la existencia de contrato de trabajo indefinido entre las partes, el cual terminó sin justa causa; y consecuentemente se condene a la demandada a pagar a favor del actor lo correspondiente a: cesantías, sanción por no consignación de cesantías a un fondo, primas, vacaciones, intereses a las cesantías, indemnización por no pago de intereses a las cesantías, salarios dejados de cancelar, auxilio de transporte, indemnización por despido injusto, indemnización moratoria por falta de pago, costas y agencias en derecho.

Decisión de Primera Instancia. Se declaró la existencia laboral en virtud de tres contratos (3 periodos diferentes). Se condenó a la demandada a pagar a favor del actor la indemnización moratoria, indemnización por no consignación de cesantías en un fondo, al pago de las costas, y la absuelve de las demás pretensiones formuladas en su contra.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca, modifica y confirma la sentencia apelada

CONTRATO DE TRABAJO.
Contrato verbal. Deber de quien pretende demostrarlo.

MP Carlos Alberto Oliver Gale

El contrato de trabajo es aquél por medio del cual una persona natural presta un servicio personal, material o intelectual, a otra persona natural o jurídica, por virtud del cual ésta puede darle órdenes e instrucciones en todo momento en cuanto al tiempo, modo y cantidad de trabajo, con la correlativa obligación de acatarlas por un salario. Son elementos del contrato de trabajo, la actividad personal, la continuada subordinación o dependencia del trabajador respecto al empleador y el salario como retribución del servicio.

Dice el Código de Procedimiento Laboral que quien pretenden el derecho consagrado en un precepto legal, debe demostrar el supuesto de hecho de la norma que lo consagra. Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente allegadas al proceso. Aunque el legislador no impuso al trabajador la obligación de demostrar todos los elementos que configuran el contrato, le basta a la actora demostrar la prestación personal del servicio para presumir con ella la existencia del contrato de trabajo, además debe acreditar los extremos temporales de su vigencia de manera que posibilite los derechos causados y su liquidación.

De acuerdo a las pruebas allegadas al proceso se ha podido concluir que entre la demandante y la demandada no existió ningún vínculo de índole laboral, porque la demandante no se encontraba subordinada a la demandada, toda vez que no cumplía con un horario, entre otros aspectos, y además, prestaba sus servicios a otras empresas de la ciudad, y si bien pueden coexistir contratos de trabajo, el aquí reclamado implicaba un grado de independencia preponderante. No existe prueba contundente que demuestre que la actora se encontraba vinculada con la demandada mediante contrato de trabajo, fuera verbal o escrito o existiera algún tipo de relación de carácter laboral que implicara su subordinación. Por lo tanto revoca el fallo de primera instancia.

Fecha. Febrero 11 2010.

Radicación. 006-2005-00189-01.

Acta. 014.

Proceso. Consulta Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Se declare la existencia de un contrato verbal y por lo tanto a término indefinido. Además que se condene a la demandada al pago de las siguientes acreencias laborales: cesantía por el tiempo laborado, intereses moratorios de cesantía liquidada con un porcentaje del 24% anual, prima de servicios, vacaciones. Indemnización moratoria y que se aplique la indexación a todos los derechos mencionados anteriormente. Indemnización por despido injustificado. 

Decisión de Primera Instancia. Declara la existencia del contrato verbal entre las partes. Condenar a la parte demandada a pagar cesantías, intereses de cesantías, vacaciones, indemnización por despido injusto. Condena en costas a la demandada, y la absuelve de las demás pretensiones.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia consultada.

CONTRATO DE TRABAJO.
Contrato verbal. Declaración de Existencia del Contrato.

 Indemnización por la terminación de un contrato laboral terminado unilateralmente de manera injusta

MP Jorge Eliécer Mosquera Trejos

En el caso concreto hay consenso entre las partes respecto a la existencia del contrato celebrado verbalmente entre ellas. Después de esto, la Sala entre a considerar si a la demandante tiene derecho al pago de las prestaciones reclamadas, es necesario determinar: el extremo inicial de la relación laboral, existencia de un único contrato o varios contratos, causas y justificación legal de la terminación de la relación laboral. Se tiene que el vinculo laboral celebrado entre las partes comprendió cinco periodos o contratos de trabajo entre los cuales se ha advertido la existencia de tres contratos verbales y dos escritos.

A pesar que la relación laboral entre las partes estuvo regida por varias modalidades de contratación, cada uno de ellos fue finalizado debidamente como lo demuestran las comunicaciones y liquidaciones hechas por parte del empleador, a excepción del último contrato el cual fue de carácter verbal que de acuerdo al Código Sustantivo de Trabajo son considerados de duración indefinida y su vigencia perdura mientras subsistan las causas que le dieron origen y la materia de trabajo, estando supeditada su terminación a lo establecido en los artículo 61 y 62 del Código Sustantivo del Trabajo. Por lo cual no se puede considerar que la demandada al anunciar a la trabajadora la terminación del contrato, mediante escrito, hubiese dado el trámite legal para la terminación del contrato de trabajo verbal, que finalmente existió entre las partes, pues se considera dentro de tal escrito, el vencimiento de un término que en esta clase de contratos no existe, por tanto al no cumplir la demandada con las disposiciones legales previstas para la terminación del contrato de trabajo verbal, conlleva a dar aplicación a la indemnización correspondiente señalada en el Artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo.

Por lo tanto la Sala Laboral decide en primer lugar revocar el fallo de primera instancia, y en segundo lugar, declarar la existencia de un contrato de trabajo entre las partes y que además fue terminado sin justa causa, condenar a la demandada a pagar indemnización por despido, suma que deberá ser indexada al momento de su pago, y absolver a la demandada en los demás cargos presentados en su contra por la demandante.

Fecha. Febrero 12 2010.

Radicación. 00320050056301

Acta. 004

Proceso. Consulta Proceso Ordinario Laboral

Petición. Declaración de la existencia de un contrato verbal de trabajo de las partes, terminado de forma unilateral y sin justa causa por parte de la demandada, y como consecuencia de lo anterior, se condene a la demandada al pago de indemnización moratoria por falta de pago, indemnización por despido injusto, indexación, costas y agencias en derecho.

Decisión de Primera Instancia. Se absuelve a la demandada de todos los cargos formulados en su contra. 

Decisión de Segunda Instancia. Revocar el fallo de primera instancia y declarar la existencia de un contrato laboral.

CONTRATO DE TRABAJO.
Contratación de servicios temporales. Fuero sindical.
MP Fabián Vallejo Cabrera

Caso en que el Actor siendo trabajador en misión de una empresa de servicios temporales, se afilió al sindicato de trabajadores de la empresa donde cumplía su labor, habiendo sido elegido miembro de la junta directiva. 
Fecha: 02 03 2010   

Rad. 09 2007 00460 01

Acta 14

Proceso: Ordinario.

Decisión de primera instancia: Absolvió  a las demandadas

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena solidariamente a las demandadas.
PRIMACÍA DE LA REALIDAD.
Contratos de trabajo con docente.  Límites del Ad Quem

MP Luis Gabriel Moreno Lovera

En autos olvida el empleador que ambos contratos son laborales y se rigen por el Código Sustantivo del Trabajo. Como consecuencia obvia, ambos contratos dan lugar a todas las prestaciones sociales de dicho estatuto. Por ser estas normas de interés público, no queda al gusto ni al capricho de las partes, por contener derechos irrenunciables y mínimos, ni al imperio voluntarioso del patrono determinar cuando paga y cuando no dichos mínimos irrenunciables.

En el caso concreto se da la existencia de dos contratos, uno laboral, con todas las prerrogativas del Derecho Laboral, y otro contrato que no lo era, denominado Contrato Individual de Trabajo de duración por la labor contratada. De acuerdo al material probatorio allegado se evidencia la existencia de una sola relación laboral entre las partes, de una sola actividad desarrollada por el actor como docente de un colegio. Hay que tener en cuenta la teoría de la realidad. Resulta forzoso tener la remuneración recibida por el demandante en virtud del supuesto contrato individual de trabajo de duración por la labor contratada, como parte del salario recibido como profesor de música, cuando la demandada no aporta prueba alguna de las funciones y tareas que este realizaba en desarrollo del supuesto contrato, recaía sobre el demandado la carga de la prueba para demostrar que las actividades que tenía que realizar el actor del supuesto contrato individual de trabajo de duración por la labor contratada, no tenía relación con su función de docente de música. Existe una relación laboral: hay dos contratos de trabajo, una sola relación laboral verdadera. 

Debido a la primacía de la realidad sobre las formalidades fijadas por las partes, la Sala Laboral modifica el primer numeral de la condena, y además que se revoque la absolución de los cargos. Además hay declaraciones de personal del colegio, que tiene la práctica de hacerles firmar a los docentes dos tipos de contratos para no pagar por la suma completa del salario las prestaciones laborales y sociales.

Fecha. 27 01 2010.

Radicación. 76-001-31-05-007-2008-00030-00.

Acta. 012.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. El pago de la indemnización moratoria del artículo 99 de la Ley 50 de 1990 por la no consignación de cesantías del 2006, la diferencia en la liquidación de las prestaciones sociales a junio 30 de 2007 por no haberlas liquidado con el salario real mensual ($700.000), la indemnización moratoria del artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo por pago tardío y por liquidar las prestaciones con un salario inferior, lo probado extra y ultra petita, junto con las costas.

Decisión de Primera Instancia. Halla probado el contrato como docente y que no se consignaron a un fondo de cesantías por una fracción del 1 de septiembre al 31 de diciembre de 2006, condena al demandado al pago de $2461600 y absuelve en relación con las restantes pretensiones, por estar probado un segundo contrato, pero no puede entrar a efectuar una eventual liquidación de prestaciones sociales por no haberlo solicitado así el demandante. Impone costas al demandado.

Decisión de Segunda Instancia. Modifica y revoca el fallo de primera instancia.

CONTRATO REALIDAD
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo.

Resulta cardinal para el derecho  Laboral colombiano el principio de  primacía de la realidad sobre las formalidades, según el cual la realidad prima sobre las formalidades establecidas por los sujetos intervinientes de la relación de trabajo. Este principio  tiene raigambre constitucional ya que el artículo 53 de la constitución nacional lo consagra expresamente, proyectándose sobre la normatividad sustancial, en  especial el artículo 20 del decreto 2127 de 1945 y 24 C.S del T. En desarrollo del principio de la prevalencia de la realidad, la doctrina y la jurisprudencia del trabajo han constituido  la noción de contrato realidad aplicada al  vínculo contractual de linaje  laboral, para significar que  el contrato existe, no  en el acuerdo abstracto de voluntades, sino en la ejecución concreta de labores de una persona natural, bajo la subordinación o dependencia de otra persona, natural o jurídica.

FECHA: 12 marzo  del 2010.

RADICACIÓN: 002-2001-770.

ACTA: 022.

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Obtener el reconocimiento y pago de sus prestaciones sociales, vacaciones, indemnización moratoria, indemnización por despido injusto y costas del proceso.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Absuelve.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca, y en su lugar declara  infundadas las exposiciones de cobro de lo no debido, prescripción y falta de legitimación. Declara  la existencia de una relación laboral. Condena  a las empresas demandadas a pagar  sumas de dinero por concepto de prestaciones  sociales y vacaciones de un determinado periodo. Absuelve a  las elididas demandadas a la indemnización moratoria y de las demás pretensiones incoadas. 

DESPIDO INJUSTO.
Indemnización.
 Son justas causas para dar por terminado unilateralmente  el contrato de trabajo, la concurrencia del reconocimiento  al trabajador de la pensión de invalidez y  notificación de la inclusión en la nomina de pensionados
MP Jorge Eliécer Mosquera Trejos

La H. Corte  constitucional en sentencia C-1443 de octubre 25 de 2000, declaró exequible el numeral 14 del articulo 7° del decreto 2351 de 1965, bajo la condición  de “que el empleador  cuando el trabajador haya  cumplido  los requisitos  para obtener la pensión, no puede dar por terminado  el contrato  de trabajo, en forma unilateral, por justa causa, sin previamente al reconocimiento de  la pensión de jubilación.”La Corte Constitucional En sentencia C -1037 de 2003, declaró exequible el parágrafo 3° del artículo 9° de la ley 797 de 2003, siempre y cuando  además de la notificación  del reconocimiento de la pensión no se pueda dar por terminada la relación laboral sin que  se le notifique debidamente su inclusión en la nómina  de pensionados correspondientes.

FECHA: 11  02  2010

RADICACIÓN No. 00220070062101

ACTA: No.004

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: Que se condene  a la demandada a pagar  a favor del actor la indemnización  por despido injusto e indexación.

Decisión de primera instancia: Condenó a la sociedad  a pagar al demandante  un suma por concepto de indemnización por despido sin justa causa debidamente indexada, y condeno a  en costas a la parte vencida en el juicio.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca en todas sus parte la sentencia  apelada en su lugar absuelve a l a sociedad demandada de todas y cada una de las pretensiones  inconadas por la parte demandante, condena en ostas de primera y segunda instancia  a la parte demandante.

DESPIDO INJUSTO.
Indemnización. Proximidad entre la falta cometida por el trabajador y el despido.
Nexo entre causa y efecto.
Si bien el despido no debe operar de forma automática o simultánea con la ocurrencia de la falta, si debe existir una proximidad que permita, inconfundiblemente, atribuirle la consecuencia a  la causa. 

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extracto: “Si se observan con detenimiento los descargos presentados por la actora se advierte que en los mismos no solo admite los hechos sino que acepta, inclusive, que su conducta constituye una falta: “Reconozco que no era de mis atribuciones…Acepto que incurrí en el error…”. Ante una confesión como la anterior no se requiere tiempo para la investigación o comprobación posterior de hechos – como en efecto no hubo - , por lo que no existe justificación alguna para que fueran casi tres los meses que le tomó  a la demandada tomar la decisión de despedir  a la actora, perdiéndose por completo el nexo causal. La oportunidad en la decisión de despedir no es del arbitrio del empleador en tanto puede afectar la capacidad de defensa del trabajador.

Por lo anterior debe la demandada acarrear con las consecuencias de su conducta indemnizando de conformidad con el artículo 6 de la Ley 50 de 1990, aplicable al caso concreto por cuanto la actora tenía más de 10 años de servicios al momento de entrar en vigencia la Ley 789 d 2002.”

Fecha: 02 03 2010   

Rad. 12 2005 00259 01

Acta 14

Proceso: Ordinario

Pretensión: Pago de indemnización por despido injusto.

Decisión de primera instancia: Absolvió a la demandada.

Decisión de la Sala Laboral: Revoca y condena al pago de indemnización

DESPIDO INJUSTO.
Indemnización.
 Ante  el despido  del trabajador después de 180 días de incapacidad  sucesivas  por enfermedad o lesión  común  (art. 62 lit. a) num. 15, CTS,  se escinde las consecuencias laborales  derivadas de la incapacidad  por enfermedad o lesión no profesional; respecto a las primeras, siendo legal  y justa la terminación del patrono, en este caso NO HABRA  LUGAR A IMDENMIZACIÓN, pero respecto a las segundas, SI CABE INDEMIZACION  POR DESPIDO INJUSTO.
MP Luis Gabriel Moreno Lovera

 El trabajador después de 180 días de incapacidades sucesivas por enfermedad o lesión  común (art. 62, lit a) num. 15, CTS) se escinden las consecuencias laborales de las consecuencia derivadas de la  incapacidad por enfermedad o lesión no profesional. Respecto de las primeras, siendo legal y justa terminación por el patrono, no hay lugar a la condena de indemnización por despido, pero respecto  de las segundas, estando  obligado el patrono ante el ostensible conocimiento de las incapacidades sucesivas, a pedir permiso administrativo, si no lo hizo  y no lo demuestra, debe indemniza al trabajador con fundamento en el art 26, ley 361 de 1997.
FECHA: 17 días de febrero.

RADICACIÓN: 760001-31-05-003-2007-00500-00.

TEMA: Pago de indemnización despido injusto.

ADUDIENCIA PÚBLICA: 010

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: que se condene  por despido injusto, a la indemnización moratoria a la del artículo 26, ley 361 de 1997, y costas.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: absuelve  a la demandada e impone las costas al actor.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca  la sentencia, y en su lugar condena  a la sociedad a pagar una suma única. Costas de primera instancia  a cargo del demandado. Sin costas en esta instancia. 

DESPIDO INJUSTO
Cuando se reclama la indemnización de perjuicio por despido directo de parte del empleador, al trabajador le corresponde acreditar el despido y sobre el empleador recae la carga de desvirtuar.
MP Carlos Alberto Oliver Gale

Cuando se reclama la indemnización de perjuicio por despido directo de parte del empleador, al trabajador le corresponde acreditar el despido y sobre el empleador recae carga de desvirtuar, los hechos invocados para la ruptura del contrato; en cambio, cuando la pretensión indemnizatoria tiene como sustento el despido indirecto, la carga de acreditar la justa  causa imputada al empleador, esto es, el motivo que se le señala al empleador para que el trabajador diera por concluido el contrato de trabajo, corre a cargo del trabajador. Al empleador, para exonerarse en caso de despido indirecto, debe acreditar la renuncia de su trabajado, esto es, que el contrato de trabajo feneció por la propia decisión de su operario

FECHA: 18 marzo  del 2010.

RADICACIÓN: 008-2007-209-01

TEMA: Despido injusto

ACTA: No. 024

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: a fin de que se decida sobre la terminación unilateral con justa causa del contrato de trabajo, por parte del demandante; indemnización por despido  indirecto correspondiente a tiempo superiora 10 años de servicio; indexacion; indemnización moratoria; costas y agencias en derecho.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Resolvió declarar de todas las pretensiones del demandante; condenar al pago de en costas a la demandante.

FALLO DEL TRIBUNAL: revocar,  y en su lugar infundadas la excepciones de inexistencia de la obligación. Petición de lo no debido y prescripción. Condenar  a  la empresa demandada  a pagar a favor del demandante una suma en  concepto de indemnización por despido, suma que debe ser indexada al momento del pago.

INCREMENTO PENSIONAL POR CÓNYUGE 
E HIJO MENOR INVÁLIDO
Probada la dependencia económica, por principio de inestabilidad se debe aplicar el  articulo 21 del Decreto 758 de 1990 aprobatorio del Acuerdo 049 de 1990.
MP Luis Gabriel Moreno Lovera

El incremento pensional por cónyuge e hijo  menor invalido, probada la convivencia y dependencia económica, por principio de inestabilidad se debe  aplicar el articulo 21 del decreto 758 de 1990 aprobatorio del acuerdo 049 de 1990. El incremento  deberá ser liquidado sobre las 14 mesadas adeudadas al demandante; se debe aplicar la prescripción de tres años, dispuesta en el articulo 448 de C.S del T. y 151 del C.,P Y ss Y  la indexacion debe ser reconocida sobre la suma total adeudada. 

FECHA: 27 de enero  del dos mil  diez (2010)

RADICACIÓN No. 76001-31-05-001-2008-00023-00

ACTA: No.015

PROCESO: Ordinario 

Pretensión: que se reconozca  la pensión de vejez con fundamento  en el articulo  32 de la ley 100 del 93 que se reconozca y pague el incremento pensional  en un 14 % por su cónyuge y un 7% por su hijo invalido, indexación, costas y  agencias en derecho.

Decisión de primera instancia: Absolvió al ISS  de los cargos formulados por la parte demandante  y lo condenó costas a cargo del actor.

Decisión de Segunda Instancia: Revoca la sentencia y en su lugar dispone, declarar parcialmente probada la excepción de prescripción formulada por el ISS respecto a al incremento pensional por cónyuge e hijo invalido. Condena al ISS con base a hechos al incremento  en un 14%  y por hijo inválido  en un 7% sobre el salario mínimo legal vigente para cada anualidad, junto con las mesadas adicionales mientras subsistas las causas que le dieron origen.

INCREMENTO PENSIONAL.

Incremento pensional por cónyuge del 14% conforme al Artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990. Incremento pensional del 75% ordenado por la Ley 445 de 1998. 
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo

Se entra a determinar si el demandante se le puede aplicar o no el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, en caso afirmativo, si cumple o no con los requisitos del mismo para obtener los incrementos que pretende. Por otra parte, también se analiza si es o no beneficiario del reajuste que dispone la Ley 445 de 1998. El juez de primera instancia basa su decisión en que la pensión del actor fue reconocida con base en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993 y no como beneficiario de transición, y que la pensión debió reconocerse con base en los dispuesto en el artículo 36 de la misma ley, que consagra el régimen de transición y en consecuencia reliquida el monto de la mesada pensional con base en los dispuesto en el Decreto 758 de 1990. la negativa del ISS se funda en que este tipo de prestación no está incluida en la Ley 100 de 1993. 

De acuerdo a la Corte Suprema de Justicia, estos incrementos mantienen su vigencia no obstante no hayan sido incluidos de manera expresa en el régimen de prestaciones que contiene el actual sistema pensional, por el contrario por no estar expresamente regulados, debe entenderse que conservan su pleno vigor y no equivocadamente que se encuentran tácitamente derogados. Además, no puede pasar inadvertido que el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo consagra los principios de favorabilidad e inescindibilidad de la norma, que implican para el juzgador utilizar en su integridad la norma que resulte más favorable al trabajador, en este caso debe aplicarse entonces integralmente el Acuerdo 049 de 1990 el cual consagra el incremento por personas a cargo que aquí se reclama.

En cuanto al incremento del 75% ordenado por la Ley 445 de 1998, encuentra la Sala que al demandante se le reconoció la pensión de vejez, tomando en cuanta su ingreso base de cotización actualizado con base en el IPC, con el fin que su pensión fuera correspondiente con su nivel de ingresos al momento de cotizar, tal y como lo dispone la Ley 100 de 1993, que además es reajustada anualmente con el fin de evitar la pérdida del poder adquisitivo de la mesada pensional, que es precisamente lo que busca la primera norma en cita. 

Por lo tanto, se revoca la sentencia que negó la solicitud de incremento pensional del actor, toda vez que se acreditó en debida forma que reúne los requisitos, también se le hace el reconocimiento de la indexación, y se absuelve al ISS en lo concerniente al aumento de la Ley 445 de 1998.

Fecha. Marzo 18 2010.

Radicación. 760013105 01220070083401.

Acta. 022.

Proceso. Consulta Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Reconocimiento y pago del incremento pensional 

Decisión de Primera Instancia. Absuelve 

Decisión de Segunda Instancia. Revoca el fallo consultado. 

INCREMENTO PENSIONAL
Incremento del 14% de la pensión por cónyuge.

MP Ferney Arturo Ortega Fajardo.

La parte pasiva alega que  el ser beneficiario del régimen de transición no implica que tenga derecho a los incrementos previstos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990, agrega además que el incremento no hace parte integrante de la pensión y por tanto constituye una prestación económica adicional que no está incluida en la nueva legislación.

El objeto de la litis se centra en determinar si procede o no el reconocimiento y pago del incremento sobre la pensión mínima legal que recibe el actor por cónyuge, reclamado por el demandante a cargo del demandado, y en caso de prosperar las pretensiones principales deberá analizarse si está llamada a prosperar la indexación.

Queda claro que el demandante es beneficiario del régimen de transición teniendo en cuenta la edad al momento de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993. Sin embargo, su derecho pensional no lo adquirió con base en el mencionado régimen, puesto que para acceder al reconocimiento de la pensión se le computaron las semanas sin cotización con base en el tiempo en que prestó sus servicios al sector público y las semanas efectivamente cotizadas en el ISS. En otras palabras, la norma en que se basó el reconocimiento de la prestación económica no fue el Decreto 758 de 1990 porque al régimen de prima media no logró acreditar haber cotizado dentro de los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad, por lo cual no cumplía con los requisitos que exigía el anteriormente citado Decreto para obtener la pensión de vejez, ya que esa norma no permite la acumulación de tiempos. La negativa al reconocimiento del incremento pensional se fundamenta en que la pensión de vejez se reconoció de acuerdo al artículo 33 de la Ley 100 de 1993, y esa prestación no está incluida en ésta ley. Siendo así, la Sala del Tribunal revoca el fallo porque si bien es cierto el actor en razón a su edad fue beneficiario del régimen de transición, se pensionó según lo dispuesto en la Ley 100 de 1993, normatividad que no consagra ningún tipo de incremento por personas a cargo, por tanto no hay lugar a su reconocimiento.

Fecha. Marzo 18 2010.

Radicación. 760013105006 200800552 01.

Acta. 022.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario.

Petición. Reconocimiento y pago del incremento pensional por cónyuge equivalente al 14% de que trata el artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990 con efectos retroactivos desde el momento en que se causó el derecho pensional, más intereses moratorios, indexación y costas.

Decisión de Primera Instancia. Condena al ISS al reconocimiento y pago a favor del actor del incremento pretendido, más la indexación correspondiente y las costas del proceso.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca la sentencia apelada.

INCREMENTO PENSIONAL POR CÓNYUGE.
Aumento del 14% de Acuerdo al artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990.
Carga de la Prueba de quien pretende.
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo.

Argumenta la parte actora que el Juez de Primera Instancia desconoce los principios constitucionales del estado social de Derecho y de la seguridad social, no valora las pruebas presentadas porque obraba en el expediente copia de la partida de matrimonio, además que el ISS le reconoció a la cónyuge del demandante su calidad de beneficiaria y como constancia de eso, le hace entrega del carné que la acredita como tal. Y solicita que se revoque la sentencia objeto de apelación. El Tribunal entre a establecer si al demandante le es o no aplicable el acuerdo mencionado, y en caso de serlo, determinar si cumple o no los requisitos para obtener el incremento pretendido. Ha sido demostrado que el demandante tiene la condición de pensionado a cargo del ISS. El ISS se ampara en que en la Ley 100 de 1993 no está incluida la pretendida prestación y por lo tanto, no hace su reconocimiento.

La Corte Suprema de Justicia en múltiples pronunciamientos ha expresado que aunque el actual sistema pensional no contempla el incremento pensional por cónyuge e hijos, sigo conservando su pleno vigor y que tácitamente no derogado, continúa su aplicación en virtud del régimen de transición. Además, considera el Tribunal que los jueces deben tener presente el artículo 21 del Código Sustantivo del Trabajo que consagra los principios de favorabilidad e inescindibilidad de la norma, y aplicar la norma que le resulte más favorable al trabajador, en este caso debe entonces aplicarse integralmente el Acuerdo 049 de 1990. La Sala del Tribunal encuentra que aunque se probó el matrimonio, no así la dependencia económica de la cónyuge, porque a pesar de haberse presentado tanto el demandante como su cónyuge, no son válidos esos testimonios porque “nadie puede usar como prueba del derecho su propio dicho”, y en cuanto a la hija: se acredita la copia del registro civil de nacimiento y para los hijos menores no es obligatorio acreditar la dependencia económica, salvo que entre los 16 años de edad y la mayoría de edad debe acreditarse los estudios en curso. 

Concluye el Tribunal que por habérsele reconocido al demandante su pensión de vejez con fundamento en el régimen de transición de la Ley 100 de 1993 le asiste el derecho a los incrementos establecidos en el Decreto 758 de 1990, por ser la norma aplicable a su derecho pensional. Deberá revocarse parcialmente la sentencia de primera instancia por cuanto negó la solicitud de incremento por la hija, toda vez que acreditó en debida forma que el actor reúne los requisitos de los que trata el Artículo 21 del Acuerdo 049 de 1990. Respecto del incremento por cónyuge al ser insuficientes los medios probatorios utilizados para demostrar la dependencia económica de la cónyuge respecto del pensionado por vejez, dicha falencia se traduce en decisión desfavorable a esa pretensión.

Fecha. Marzo 18 2010.

Radicación. 760013105 00520080019201.

Acta. 022.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Reconocimiento y pago del incremento del 14% a favor de su cónyuge y de un 7% por su hija menor por cuanto cumple con los requisitos exigidos en el artículo 21 del Acuerdo 049 de1990, reglamentado por el Decreto 758 de 1990.

Decisión de Primera Instancia. El Juez de primera instancia considera que a pesar que al demandante se le puede aplicar lo dispuesto en el Acuerdo 049 de 1990, no acreditó los requisitos exigidos por la mencionada norma, lo que lo llevó a absolver al ISS de los cargos formulados en su contra.

Decisión de Segunda Instancia. Revoca el fallo apelado.

INCREMENTO  PENSIONAL.


Los  incrementos pensionales  solo procede para aquel beneficiario del régimen de transacción consagrado en el artículo 36 de la  ley 100 del 93. 
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo.
Teniendo en cuenta  el precedente jurisprudencial aludido, queda claro que el reconocimiento de los incrementos pensionales solo procede para aquello beneficiario del régimen de transición consagrado en el articulo 36 de la ley 100 / 93, a quienes se les aplica el régimen anterior al que se encontraban afiliados. Para establecer entonces, si el actor es beneficiario  debe tenerse en cuenta  el articulo 36  de la ley  100 de 93. Quienes a la fecha de vigencia de la presente ley  hubiesen cumplido los requisitos para acceder a la pensión de jubilación o de vejez, conforme a las normas favorables anteriores, aun  cuando no se hubiese efectuado el reconocimiento, tendrá  derecho, en desarrollo de los derechos adquiridos, a que se les reconozca y liquiden la pensión en las condiciones de favorabilidad vigentes, al momento en que cumplieron tales requisitos. 

FECHA: 18 marzo  del 2010.

RADICACIÓN: 013-2009-233

ACTA: 024

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Obtener el reconocimiento y pago del incremento pensional del 14%  por su compañera  cónyuge, indexacion y cosas del proceso

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Absolvió al ISS  de las prestaciones de la demanda, condenando en costas al actor.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca la sentencia y en su lugar  se declarara parcialmente probada la excepción de prescripción  y no probadas las demás excepciones propuestas pro la parte demandada. Condena  al ISS a reconocer y pagar  al actor  incremento  por cónyuge.  Condena al ISS a pagar lo sucesivo hasta que subsistan las causas que le dieron  origen el incremento del 14% sobre la pensión legal teniendo en cuanta los incrementos anuales decretas por el gobierno.

INCREMENTO PENSIONAL.
Compañera permanente. Prescripción. 
MP Carlos Alberto Carreño Raga.

Extracto: “En relación con el punto de la prescripción en la apelación, considera la Sala importante poner de presente que son dos cosas distintas y diferentes las figuras alegadas y concedidas, relacionadas con la prescripción, punto que es claro, al formularse la apelación estando ya reconocido en a sentencia el fenómeno prescriptivo.

Pero veamos más sobre su diferencia, con la del recurso se aspira a dejar sin reconocimiento alguno todo el tema del incremento por el solo hecho de realizar la solicitud pasado un  año de haberse configurado el derecho pensional, vale decir, se trata al incremento como asunto independiente del derecho pensional y como tal su perfil no es de tracto sucesivo sino de generación única como derecho a pesar de ser reconocido luego por instalamentos. 

Situación que para nada ocurre con el derecho pensional como tal, que por su definitiva y positiva naturaleza de tracto sucesivo su prescripción como figura extintiva no enerva el derecho, más si las mesadas atrasadas no reclamadas.

Vistas así las cosas, resulta al menos llamativo el hecho de haberse concedido una prescripción no solicitada, es más, totalmente diferente a la alegada, cuando se sabe lo necesario que es para la procedencia de esta excepción su expresa alegación y ahora, con la reforma del procedimiento Laboral y de Seguridad Social, lo menester de la debida sustentación, sin embargo, con ejercicio casi de un principio de favorabilidad para el demandado el Juzgado reconoció una prescripción no pedida, ver folios 48 a 50, en donde el juzgado descartó la propuesta del 758/90 y aplicó la legal no alegada, ayuda a ver lo diferente que son estas figuras, el hecho de no poderse en Casación declarar de oficio la norma de la prescripción pertinentemente no acusada, lo que no sucedería si no fuesen diferentes.

Y no se diga, no existir tal restricción en un recurso no formalista como es el de apelación, pues ahí fue explícito el legislador, no solo exigió su expresa alegación si no su debida sustentación, lo que sin duda cumple advertir y no aceptar vía analogía una prescripción no alegada ni sustentada. 

Tan obvia es la cuestión que la misma accionada rechaza la aplicación que se le hizo a la prescripción de tres años, lo que indica que nunca fue peticionada y que por ser especial su tratamiento no cabe aplicar la norma general de reconocimiento de las excepciones fundada en hechos probados, pues ello es actuar en contra de norma especial.(Art. 306 C.P.C.)”

Fecha: 25 03 2010   

Rad. 03 2007 000901 01

Acta 28

Proceso: Ordinario

Sentencia de primera instancia: condenó a la demandada.

Sentencia de la Sala Laboral: Confirma

Aclaración de Voto:
Prescripción de los incrementos pensionales.

MD Aura Esther Lamo Gómez
Extracto: “ …el Decreto 758 de 1990 establece que el derecho a los incrementos de que trata el artículo 21 ibídem subsiste mientras perduren las causas que le dieron origen, y dado que la obligación surge desde cuando se hizo exigible, es decir, a partir del momento en que se reconoció el derecho pensional, el término de los tres (3) años para efectos de la prescripción se cuenta desde la notificación de la Resolución que le confirió si no se interpusieron recursos en la vía gubernativa. 

Así, el fenómeno de la prescripción se configuró frente a algunos de los incrementos pensionales, como en forma acertada lo declaró el a quo, reconociéndose el derecho a partir de esta fecha y mientras subsistan las causas que le dieron origen. 

En estas condiciones, la decisión ha debido confirmarse con fundamento en las razones expresadas en el fallo de primera instancia.”

PENSION DE JUBILACION.

Con el 100% del salario. Convención colectiva de trabajo.

Requisitos convencionales para adquirir la pensión. Condición suspensiva.

Caso en que el trabajador, con el tiempo de servicio cumplido es retirado sin haber llegado a la edad de adquirir el derecho a la pensión.

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extracto: “ Frente al pedimento elevado tanto la parte demandada como el Juez de primera instancia consideraron que no procedía SU reconocimiento en tanto a la fecha en que reunió los dos requisitos convencionales para adquirir la pensión la demandante ya no tenía la condición de trabajadora del ente de salud demandado ni tampoco la de beneficiaria de la convención colectiva de trabajo. 

No obstante la aparente legalidad que acompaña a los argumentos expuestos y con los cuales

se negó el derecho, encuentra el Tribunal que razones de equidad y de legalidad se oponen a aquellos. 

En efecto, ya quedó plenamente determinado que la demandante, a la fecha en que fue retirada de su cargo por la entidad demandada ya había cumplido los 20 años de servicio que el acuerdo convencional pide para el nacimiento del derecho a la pensión de jubilación. 

Significa lo anterior que la exigencia atada a la prestación del servicio estaba cumplida y sólo quedaba pendiente el requisito de edad el cual, es obvio, tiene naturaleza extralaboral en tanto para nada cuenta el hecho de estar o no laborando. Bajo esta óptica el simple paso del tiempo le otorgaría el derecho en algún momento, tiempo que se reitera es una exigencia que no se encuentra unida a la prestación efectiva del servicio o mejor, a la condición de trabajadora de la demandante para que el derecho nazca, a la vida jurídica. Válido resulta bajo esta línea argumentativa predicar entonces que en casos específicos como e presente en donde el tiempo de servicio a un empleador determinado está cumplido y el trabajador es retirado sin haber llegado a la edad para adquirir el derecho a la pensión, ésta se convierte en una simple condición suspensiva la que desaparece para dar paso al derecho cuando la misma se materialice. Sostener lo contrario, esto es negar la posibilidad de acceder a la pensión cuando se llega a la edad sin estar laborando pero habiendo cumplido el requisito del tiempo de trabajo implica una afrenta a la razonabilidad  en tanto se prioriza una condición temporal y extralaboral ajena al manejo de las partes por sobre la determinante que no es otra que la efectiva prestación del servicio, ésta sí reglada por los contratantes.” 

Fecha



: 02 03 2010    

Rad



: 03 2008 00080 01

Acta 

Proceso


: Ordinario. 

Pretensión

: Reconocimiento y pago de pensión de jubilación con el 100% del 

salario.

Decisión de primera instancia
: Absolvió a la demandada.

Decisión de la Sala Laboral
: Revoca y condena.

PENSION DE SOBREVIVIENTE.
Reliquidación pensional. Reajuste periódico de las pensiones.
Límite máximo al monto de pensiones.

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extracto:  “…en términos del inciso 2 del artículo 53 de la constitución Política corresponde al Estado – representado por sus agentes – regular todos los aspectos relativos a las pensiones; por ello, en virtud de la regulación debe garantizar el reajuste periódico de las pensiones y de los recursos en este campo, los cuales deben mantener su poder adquisitivo sin perder de vista la realidad económica de la nación para satisfacer el pago de las mesadas pensionales, por ello puede, por razones de política legislativa, señalar los límites máximos y mínimos que deben implantarse para que las reservas de dinero destinadas al pago de las pensiones, tanto en el sector público como en el privado, no pierdan por un lado su capacidad adquisitiva, pero por otro garanticen y protejan los recursos existentes para el pago de las pensiones. 

Sobre este entendido le estaba dado a la demandada la función de determinar el monto y los alcances de los recursos a fin de lograr el mejor uso de los mismos en un sistema de seguridad social por lo que es perfectamente legítimo que, atendiendo los principios que rondan el ámbito de la seguridad social, conceda un límite máximo al monto de las pensiones a su cargo en pro de un buen administrar de los recursos de que dispone pero siempre atendiendo lo dispuesto por el legislador y por las partes en los contratos colectivos.”

Fecha: 



20 01 2010  

Rad. 



12 2006 00561 01

Acta 



32

Proceso: 


Ordinario. 

Pretensión: 


Se declare nulidad de un acto y se reliquide la pensión 

Decisión de primera instancia: 
Condenó a la Nación al pago del reajuste pensional.

Decisión de la Sala Laboral: 
Revoca y absuelve a la demandada
PENSIÓN DE SOBREVIVIENTES.
Principio de la condición más beneficiosa.
La aplicación  del principio  del  principio de la condición  más beneficiosa del articulo 53 de la Constitución Nacional, NO es aplicables  cuando el afiliado fallece en vigencia de la ley 797 de 2003.
MP Beatriz Eugenia Potes Caicedo

En  Aplicación del principio  de la condición  más beneficiosa consagrada  en el Art. 53 de la constitución  nacional, es factibles conceder el derecho  demandado, cierto  también, y según  lo  sostenido por la misma corporación, que esta no es aplicable, cuando el afiliado fallece en vigencia de la ley 797 de 2003, como sucedió en  el presente caso. Por lo anterior,  el ad quo se equivoco  cuando dio  aplicación al articulo 46 de la ley 100 de 1993, en su versión originaria, a la modificación  establecida  en el articulo 12 de la ley 797 de 203, en virtud del principio de la condición mas beneficiosa, para con ellos conceder el derecho a la peticionaria, cuando y como quedo analizado precedentemente, en el su-lite no se reunió la exigencia legal vigente para el momento de la expiración  del  causante.

FECHA: 19  de febrero 2010

RADICACIÓN: 760013105-01029980026701.

TEMA: Reconocimiento y pago  de la pensión de  sobrevivientes.

ADUDIENCIA PÚBLICA: 043

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Obtener el reconocimiento  y pago, de la pensión de sobrevivientes,  en su condición de esposa e hija de causante respectivamente, mesadas adicionales, intereses moratorios y costas procesales.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Condena  al ISS al pago de una determinada suma por concepto de pensión de sobrevivientes  a la cónyuge supérstite y a ha hija menor de edad, intereses moratorios a la cónyuge supérstite y a la hija menor de edad del causante.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca la sentencia, y en su  lugar absuelve al ISS a todos los cargos formulados  por la parte demandante y costas en ambas instancias  a cargo de la  pare demandante. 

PENSION DE SOBREVIVIENTES.
Dependencia económica de los padres respecto de los hijos no debe ser total para ser beneficiarios de la pensión de sobrevivientes. La dependencia económica de los padres en relación con la ayuda pecuniaria del hijo para subsistir, no excluye que aquellos puedan percibir un ingreso adicional siempre y cuando éste no los convierta en autosuficientes económicamente. 

MP Antonio José Valencia Manzano

Extractos:  “ …es preciso advertir que la jurisprudencia tanto de la Corte Suprema como de la Corte Constitucional han expuesto de manera reiterada que la dependencia económica de los padres respecto de los hijos no debe ser total, es decir, que no se requiere la carencia absoluta de ingresos, para hacerse beneficiarios de la pensión de sobrevivientes, pues aún cuando perciban algún ingreso adicional a la ayuda económica que les brindaba el causante, si éste no los hace autosuficientes, no implica la pérdida del derecho.”

Para el caso en estudio, la Sala consideró que: “…no era necesario para la demandante ser absolutamente dependiente de su hijo, pues aunque percibiera algún tipo de ingreso adicional a la ayuda que le brindaba el causante, si éste no era suficiente para su auto sostenimiento, tiene la calidad de beneficiaria de la pensión de sobrevivientes.”

Fecha:             


 26 02 2010   

Rad. 



11 2005 00625 03

Acta 



014

Proceso: 


ordinario.

Pretensión: 
Reconocimiento y pago de pensión de sobreviviente de hijo fallecido. Retroactivo pensional.

Decisión de primera instancia: 
Absolvió a la demandada.

Problema jurídico: 
Si los demandantes cumplen con el requisito de la dependencia económica exigido.

Decisión de la Sala Laboral: 
Revoca y condena.

==========000==========
PENSIÓN  DE SOBREVIVIENTES
La inexistencia de la obligación, prescripción innominada se  tendrán por no probadas cuando el afiliado se encuentre cotizando  al sistema, no menos de 26 semanas en cualquier tiempo con anterioridad a la muerte.
MP Ferney Arturo Ortega Fajardo
La inexistencia de la obligación, prescripción innominada se  tendrán por no probadas cuando el afiliado se encuentre cotizando  al sistema, no menos de 26 semanas en cualquier tiempo con anterioridad a la muerte. En este caso en particular, el causante  se encontraba bajo la alternativa expuesta anteriormente, tanto que se encontraba “aportando” al ISS en la fecha de  fallecimiento y en toda su vida laboral había efectuado aporte durante 632 semanas de ahí que se de lugar a  la pensión de sobrevivientes.

FECHA: 28  de febrero del 2010.

RADICACIÓN: 760013105 004 2009 0044 01.

AUDIENCIA PÚBLICA: 031

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Reconocimiento  de  pensión de sobrevivientes, mesadas retroactivas, incrementos de la ley, intereses moratorios, indexación y costas del proceso.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Absuelve al ISS de todos y cada uno de los cargos formulados.

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca íntegramente la sentencia apelada y en su lugar  condena  al ISS al pago de la pensión de sobrevivientes, autoriza ISS  a descontar de las condenas impuestas los valores de concepto de indemnización sustitutiva hubiere pagado a los demandantes, las costas a cargo  de ambas  instancias ISS.

PENSIÓN DE SOBREVIVIENTE.
Pensión de invalidéz. Primacía de la realidad.
La hija  inválida, que enfrenta una situación de penuria económica, que tiene una pensión mínima de invalidez, no es justo ni equitativo que pierda la calidad de beneficiario pensional.
MP Beatriz Eugenia Potes Caicedo

Para la sala  tiene plena justificación jurídica y social que una hija invalida, que dependía económicamente de su madre , no pierda esa calidad, por el sólo hecho de tener una pensión de invalidez, porque precisamente  su imposibilidad laboral continua  luego del fallecimiento de su ascendiente, más aun cuando  la ayuda eficaz y permanente que le prestaba su progenitora, desde siempre, constituye un significativo y valioso sostén  económico, así lo testimoniaron todos y cada uno de los oferentes oídos en el devenir procesal.

De veras, que en el mundo de los hechos, principio de la primacía de la realidad y no de lo formal, la hija invalida, que enfrenta una situación de penuria económica, que tiene una pensión mínima de invalidez, no es justo ni equitativo que pierda la calidad de beneficio pensional, pues  carece de la capacidad laboral necesaria para atender las exigencias de su congrua subsistencia, por tanto, el hecho de recibir  una pensión mínima  no hace desaparecer su dependencia económica, más todavía , en casos como  el tratado , en que en momento alguno de su vida, la actora , ha llegado a ser autosuficiente, esto es, ha tenido los ingresos y recursos económicos que le permitan, sin el auxilio y la ayuda de otros, cubrir sus necesidades.

FECHA: 07 marzo  del 2010.

RADICACIÓN: 760013105-01220070091901

TEMA: Reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente

ACTA: No. 027

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Obtener el reconocimiento y pago de la pensión de sobreviviente, con reajustes a las mesadas adicionales y con los incrementos anuales a la pensión, indexacion, costas y gastos  del proceso.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Se declaro probada la excepción de inexistencia de las obligaciones reclamadas y absolvió al ISS de todas las pretensiones  incoadas en su contra por la parte demandada, condeno a costas a la parte vencida. 

FALLO DEL TRIBUNAL: Revoca  y en su lugar condena al ISS a reconocer el pago de la pensión de sobrevivientes, las mesadas adicionales y los reajustes anuales de ley, debiendo continuar pagando  durante el 2010 una suma de dinero por concepto de mesada pensional e indexacion  de la mesadas adeudadas. Ambas instancias a cargo de la demandada. 

PENSION DE INVALIDEZ.
Trabajador independiente.
Cotizaciones realizadas por una persona al Sistema General de Pensiones en calidad de independiente. Semanas cotizadas. Afiliado no le era exigible cotizar para la salud en forma simultánea que para pensión en su condición de trabajador independiente. 
MP Antonio José Valencia Manzano.

Extracto: “De la historia laboral, obrante a folios 62 a 77 del expediente, se extracta que el afiliado efectuó cotizaciones para pensión como trabajador independiente, acumulando 38.2857 Semanas entre el 15 de Noviembre de 2002 al 15 de Noviembre de 2003.

Para la Sala dicho período de cotización es enteramente válido a efectos de contabilizar las semanas que exige el régimen pensional y acceder al derecho que reclama la demandante, aún cuando no se hayan efectuado cotizaciones al régimen de salud en forma simultánea. Criterio que es contrario al ostentado por la entidad de Seguridad Social.

Como se puede observar, la norma transcrita no consagra que quien cotice como independiente al Sistema de Pensiones, no se  le tengan en cuenta tales aportes por no haber cotizado al Sistema de Salud.

No se puede extender una norma restrictiva a un caso no regulado por la misma, lo cual se traduce que al trabajador independiente, no se le puede exigir que esté cotizando a salud, puesto que dicha previsión no se encuentra dentro de la norma; así como tampoco se prevé como sanción la pérdida del derecho en el caso que regula, mucho menos puede traer esa consecuencia para el caso no regulado: el de los trabajadores independientes.”

Fecha:



 26 03 2010    

Rad. 



11 2008 00714 01

Acta 



021

Proceso: 


Ordinario.

Pretensión: 


Reconocimiento de pensión de invalidez.

Decisión de primera instancia: 
Absolvió al ISS.

Problema jurídico: 
si accionante cumple con las 26 semanas dentro del último año anterior a la fecha de estructuración de la invalidez.

Decisión de la Sala Laboral: 
Revoca y condena al ISS 
PENSION DE VEJEZ.
Reajuste pensional. Régimen de transición. Principio de favorabilidad.
La Ley 100 de 1993, después de ser modificada por la Ley 797 de 2003, no es un régimen diferente a la misma Ley 100. 

MP Fabián Vallejo Cabrera

Extracto: “…el Juez, no obstante reconoció que la afiliada adquirió el derecho con posterioridad a la modificación de la Ley 797 de 2003, le aplicó el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 para remitirse a la misma en su tenor original.”

“El articulo 36 de la Ley 100 de 1993 prevé un régimen de transición para que las personas que cumpliendo al 1º de abril de 1994 con determinados requisitos puedan conservar ciertas condiciones de “el régimen anterior al cual se encontraban afiliados”.  Vale decir que la Ley 100 de 1993, después de ser modificada por la 797 de 2003, no es un régimen diferente a la misma Ley 100 por lo que es a toda luz desacertado recurrir al régimen de transición de una Ley para remitirse a la misma.

Tampoco es aplicable el principio de favorabilidad que adujó el a quo como base de su decisión pues el mismo procede solo en situaciones en las que existe más de una norma jurídicamente aplicable al caso concreto o cuando, existiendo una norma, ésta permita más de una interpretación. Acaecido uno de  los casos podrá el operador judicial aplicar la norma más favorable u optar por la interpretación más benévola.”

Fecha:



 20 01 2010  

Rad. 



10 2008 00101 01

Acta 



32

Proceso: 


Ordinario.

Pretensión: 


Reconocimiento y pago de reajuste pensional.

Decisión de primera instancia: 
Condenó a la demandada.

Decisión de la Sala Laboral:  
Revoca y absuelve.

PENSION DE VEJEZ.
Régimen de transición. Trabajador independiente.
Al trabajador independiente no se le puede exigir que esté cotizando a salud. Entidad llamada a reconocer y pagar la pensión. 

MP Antonio José Valencia Manzano

Extractos: “…de la lectura detallada de los artículos 3º del Decreto 510 de 2003 y 5º de la Ley 797 de 2003, se puede observar que esa normatividad no consagra que quien cotice como independiente al Sistema de Pensiones, no se le tengan en cuenta tales aportes por no haber cotizado al Sistema de Salud. Pretender ubicar ese supuesto de hecho dentro de las referidas normas es desacertado, en la medida en que ellas regulan el caso de cotizaciones como dependiente e independiente o por prestación de servicios, ora cuando el trabajador perciba salario de los o más empleadores.

No se puede extender una norma restrictiva a un caso no regulado por la misma, lo cual se traduce que al trabajador independiente no se le puede exigir que esté cotizando a Salud, puesto que dicha previsión no se encuentra dentro de la norma; así como tampoco se prevé como sanción la pérdida del derecho en el caso que regula, mucho menos puede traer esa consecuencia para el caso no regulado: el de los trabajadores independientes.”
Refiriéndose a la entidad llamada a reconocer y pagar la pensión, la Sala Laboral consideró que: “…la pensión de jubilación por aportes la debe reconocer y pagar la última entidad de previsión a la que se efectuaron aportes, siempre y cuando el tiempo de aportación a la misma hubiere sido mínimo de seis (6) años. Al revisar los aportes que efectuó el demandante al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, que fueron del orden de 1470 días, es decir 4 años y un mes, se concluye que dicha entidad no es la llamada a reconocer y pagar la pensión de jubilación por aportes a que tiene derecho el demandante.

En consecuencia, con fundamento en el artículo 10 del Decreto 2709 de 1994, no es procedente exigirle al Instituto de Seguros Sociales la pensión por aportes, por cuanto si bien fue ésta la última entidad a la que estuvo afiliado el actor como cotizante, su tiempo es inferior a seis (6) años. La llamada a responder es la entidad a la cual efectuó el mayor tiempo de aportes –CAJANAL- , que según el expediente no corresponde a la entidad demandada.” 

Fecha: 



26 03 2010   

Rad. 



06 2008 00871 01 

Acta 



021

Proceso: 


Ordinario.

Pretensión: 


Reconocimiento y pago de pensión de vejez. 

Decisión de  primera instancia: 
Condenó al ISS 

Problema jurídico: 
Si el demandante tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de que trata el artículo 7 de la Ley 71 de 1988.

Decisión de la Sala Laboral:
 Revoca y absuelve al ISS. 

PERJUICIOS MORALES.
Indemnización
Ferney Arturo Ortega Fajardo

En lo que respecta  al perjuicio moral, se tiene  dicho por la sala, que toda lesión corporal, aflige a la victima, causándoles, además de dolor físico, el  moral que, auque  imposible ser resarcido totalmente, si  es posible paliarlo mediante el reconocimiento de una suma de diera, que a falta de parámetros  ciertos, como ocurre con el perjuicio materias, su tasación esta deferida al arbitrio del  juez (Expediente 29644, sentencia del 2 de octubre de 2007). Se comprueba que en el segundo periodo de incapacidad del trabajador fue consecuencia directa del actuar culposo del empleador, por lo que es precedente la pretensión de indemnización de los perjuicios morales que ocasionó. Estos perjuicios se presumen de acuerdo a la jurisprudencia pero en este caso estan representados en la incapacidad  no solo para laborar, sino también  para desarrollar sus  actividades diarias la esfera personal y que representa una insatisfacción en la vida del actor. También se tienen en cuanta factores como el dolor físico que debió soportar el acto no solo durante  su recaída sino durante la recuperación y la limitación física que tiene que soportar de por vida.

FECHA: 28  de febrero del 2010.

RADICACIÓN: 760013105 005 2007 00248 01.

 AUDIENCIA PÚBLICA: 042

PROCESO: Consulta Proceso Ordinario.

PRETENSIÓN: Que se  condene solidariamente a la indemnización por despido injusto, el reintegro, los salarios dejados de pagar desde el despido, los aportes a la seguridad social, la indemnización de 180 días de salario por despido en estado de incapacidad, perjuicio morales y costas.

FALLO PRIMERA INSTANCIA: Condeno solidariamente a las demandadas por pago de conceptos de indemnización por despido sin justa causa, absolviéndolas de las demás pretensiones.

FALLO DEL TRIBUNAL: Modifico la suma  por concepto de indemnización  por despido injusto,  revoca  y condena  a las sociedades demandada a pagar  perjuicios morales. Confirma los demás puntos de la sentencia.

PRESCRIPCIÓN DE LOS DERECHOS.
Declaración de la Buena o Mala Fe en el No Pago de la Indemnización Moratoria.
MP Carlos Alberto Oliver Gale

Conforme a lo dispuesto en el artículo 488 del Código Sustantivo Laboral en concordancia con el artículo 151 del Código de Procedimiento Laboral y de la Seguridad Social las acciones que emanan de las leyes sociales prescriben en tres años, que se cuentan desde que la respectiva obligación se hizo exigible, amén de que el simple reclamo del trabajador por escrito, recibido por el empleador, sobre un derecho debidamente determinado, interrumpe la prescripción por una sola vez. Implica que independientemente de la regulación legal, la solicitud de conciliación si reúne los mismos requisitos que la reclamación escrita, esto es, versar sobre un derecho o prestación debidamente determinado, tiene la virtud de interrumpir la prescripción, por lo menos a partir de la fecha en que recibió la citación el respectivo empleador. Esto conlleva a que la Sala del Tribunal confirme la sentencia apelada en lo que respecta a la prescripción, los primeros tres años han sido prescritos, y los tres siguientes no porque se interrumpió el periodo para prescribir cuando se citó a audiencia de conciliación.

En lo concerniente al pago de la indemnización moratoria, por no pago de salarios y prestaciones sociales, debe recordarse que la indemnización moratoria se estructura si a la terminación del contrato de trabajo, el empleador no paga al trabajador, los salarios y prestaciones sociales adeudadas o los paga en forma incompleta, sin embargo, esta sanción no es automática sino que requiere para que se emita condena por tal concepto que el juez examine la conducta del empleador y determine que éste no haya actuado de buena fe. El análisis de la conducta del empleador debe hacerse en cada caso concreto, de tal manera que se precise si ha estado asistido por razones serias y atendibles para no cancelar al momento de la terminación del contrato, los salarios y prestaciones sociales, derivado en consecuencia tal accionar, según las circunstancias la buena o la mala, que debe estar probada, la primera exime al empleador de tal condena y en caso contrario, debe emitirse la correspondiente condena. La buena fe implica actuar con lealtad, con rectitud, de manera honesta, en contraposición del proceder de mala fe, que conlleva la obtención de ventajas sin una suficiente dosis de probidad o pulcritud. Entonces, las pruebas recaudadas no reflejan que el demandado haya tendido una imposibilidad económica de cancelar a la demandante salarios y prestaciones sociales que puedan justificar su conducta, por lo tanto, éstas razones llevan a la Sala a imponer una sanción moratoria. Y por esto, revoca parcialmente el fallo apelado.

Fecha. Febrero 24 2010.

Radicación. 001-2007-826-01.

Acta. 017.

Proceso. Apelación Proceso Ordinario Laboral.

Petición. Se declare la existencia de un contrato de trabajo y que terminó por causa imputable al empleador, salarios dejados de percibir, cesantías correspondientes a 6 años de trabajo, vacaciones de los últimos 6 años de trabajo, intereses a las cesantías de 6 años de servicios, indemnización por ruptura ilegal del contrato de trabajo, aportes a la seguridad social y a pensiones por los 6 años trabajados, indemnización moratoria y costas del proceso.

Decisión de Primera Instancia. Declara prescritos los derechos de la demandante. Condenó al demandado al pago de la suma de trescientos catorce mil trescientos veinticinco pesos indexados al momento del pago a favor de la demandante. Absolvió de las demás pretensiones formuladas en su contra, e impuso costas parciales a cargo de la parte demandada.
Decisión de Segunda Instancia. Confirma y revoca la sentencia apelada.
SALA PENAL
ACTOS SEXUALES ABUSIVOS CON MENOR DE CATORCE AÑOS.

Valoración probatoria. Valoración del testimonio único. Criterios del testimonio.
La contundencia de las declaraciones vertidas por la víctima son aspectos que indican la verdad de las afirmaciones, como quiera que se identifiquen con lo narrado ante el médico legista.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

 Extracto: “Encuentra esta instancia que el caso sub examine cuenta con un testigo presencial de los sucesos, que aunque es la víctima misma, no desmerece credibilidad por su condición de tal, en punto a los hechos sobre los que versa el presente juicio.    

En este sentido, cabe señalar que no obstante contar la foliatura con otros testimonios, para la Sala la sola prueba testimonial que de manera directa da fe de los hechos es la suministrada por la menor XXX, habida cuenta que las restantes piezas demostrativas constituyen el reflejo de lo narrado y vivido por los protagonistas, y al ser la declaración la proveniente de la ofendida misma, debe la Sala darle mayor ponderación en su eficacia probatoria. 

En efecto, este asunto es de aquellos que sugiere el análisis de lo que la doctrina y la jurisprudencia nacional ha denominado el testimonio único; medio de prueba que debe ser considerado en su contexto a efectos de establecer la certidumbre que pueda generar respecto de la responsabilidad penal del señor Martín Emilio Montoya Cuadro, por haber realizado actos sexuales abusivos con menor de catorce años. 

La temática –testimonio único- sobre la que se ha pronunciado la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, aclarando que no se trata de exigir o allegar al proceso diversidad de testimonios u otros medios de prueba que permitan su confrontación, pues aunque en principio resulta ser la manera idónea para arribar a conclusiones fiables y veraces de lo sucedido, en tanto muestren concordancia con las aseveraciones aportadas por testigos distintos, lo cierto es que para el tópico que nos ocupa, adquieren total trascendencia, desde una óptica legal y razonable, los referentes descritos en la ley 906 de 2004 –criterios del testimonio-  que no necesariamente se derivan de otros elementos de convicción, sino que obedecen a aspectos tales como las circunstancias del lugar, tiempo y modo en que se ejecutaron los hechos, la sanidad de los sentidos y la personalidad del declarante, su manera y actitud para expresarse, especialmente cuando se trata de un menor de edad, de suerte que el funcionario receptor pueda al momento de emitir el fallo, sopesarla y ejercer un control interno de esa prueba que le permita, ciertamente, llegar a pronunciamientos verosímiles, racionales y congruentes con los supuestos de hecho que se investigan.

De ahí que el testimonio único no puede, so pretexto de su naturaleza, ser mermado o descartado en su eficacia probatoria de manera demostrativa, cuando en atención a particularidades previstas por la ley procesal, puede ser apreciado en su contexto y decantado al máximo las referencias fácticas que en el constan, bajo el cometido de obtener la convicción necesaria para decidir el fondo del asunto debatido.

Así las cosas, se advierte que el procesado al momento del juicio oral, se mostró totalmente ajeno a los acontecimientos denunciados, pretendiendo por el contrario, dibujar unas inconsistencias en las declaraciones de la menor que como se señaló en antecedencia no son suficientes para afectar el fallo de responsabilidad penal.

Considera la Sala que una vez analizadas dichas declaraciones rendida por la menor en dos oportunidades diferentes, permite aseverar que sus dichos son espontáneos, y desprovistos de cualquier preparación, además no se muestra un interés en faltar a la verdad para perjudicar al señor MONTOYA CUADRO, declaraciones de las que se desprenden hechos que solo pueden ser relatados por quien los ha vivido, razón que permite otorgarle plena credibilidad a las expresiones sobre los hechos que han generado esta causa.  

La contundencia de las declaraciones vertidas por la víctima son aspectos que indican la verdad de las afirmaciones, como quiera que se identifiquen con lo narrado ante el médico legista. Dichas declaraciones no generan contradicciones entre ellas  y son suficientes para demostrar la ocurrencia de los hechos imputados. 

En efecto, la joven menor víctima narra con total propiedad, cuando el señor MONTOYA CUADRO la ultrajaba al encontrarse en la casa de él, le realizaba tocamientos eróticos en contra de su voluntad, que le cogía los senos y que muchas veces lo hacía por encima de su blusa. 

Señaló igualmente que dicha experiencia no la comentó con su madre, pues tenía temor que la reprendiera, situación que si la dio a conocer a funcionaria de la Secretaría de Salud Pública Municipal puesto que ante los actos libidinosos que le hiciera el procesado ella tenía el temor de haber sido contagiada con la enfermedad del SIDA. Además porque señaló que cuando el procesado le bajaba los interiores le tocaba la vagina con el pene. 

Además, la credibilidad aflora en el contenido de las declaraciones por cuanto están dentro del marco de la ocurrencia real, sin que haya de hablarse de fantasías, de igual manera su relato tiene contenido relacional con el tiempo y el espacio y su forma de ocurrencia. 

Es natural entonces, que el examen médico legal sexológico practicado a la menor, no haya arrojado vestigios de acceso, sin que ello signifique que su dicho no sea real y, por ende, no merezca credibilidad pues recuérdese que ella nunca habló de violencia ni de penetración, para que se haga necesaria la búsqueda de huellas y se especifiquen en un dictamen. 

Se itera en las declaraciones recibidas no se observa ninguna alteración sustancial, siendo su pensamiento lógico, coherente, relevante, con buena producción verbal e ilación en el discurso, sin ideas delirantes, alucinaciones, ilusiones, con plena conciencia y orientación en tiempo y lugar, con memoria conservada en lo remoto, reciente e inmediato, siendo su juicio y raciocinio conservado y fluido; y un comportamiento también adecuado.” 

Fecha: 21 01 2010  

Rad. 08 2007 00095

Acta SA 014

Conducta punible: Acto sexual abusivo con menor de catorce años.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de la Sala Penal: Confirma.

ALLANAMIENTO A CARGOS.

Principio de no retractación.

MP Roberto Felipe Muñoz Ortiz

Extracto“…al no haberse demostrado ni evidenciarse vicios en el consentimiento del implicado al momento de aceptar los cargos ni vulneración de garantías fundamentales, se mantendrá incólume la decisión recurrida, por lo tanto, no es procedente entrar a revisar el proceso de adecuación típica, por tratarse de una actuación que terminó anticipadamente a través de la figura del allanamiento a cargos.”  
Fecha: 12 03 2010    

Rad. 10PM 2009 21370

Acta 058

Conducta punible: Hurto calificado.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado como autor del delito de hurto calificado.

Problema Jurídico: Si a pesar de que el encartado se allanó a los cargos en la audiencia de formulación de imputación es procedente recurrir la sentencia alegando una incorrecta adecuación típica. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma.

CONGRUENCIA.
Entre resolución de acusación y sentencia.
MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

Extracto: “Si del delito por el cual se emitió, la condena, pudiese decirse que  no fue relacionado en la parte resolutiva de la resolución de acusación pero que de él se hizo mención expresa en la parte motiva de ese proveído, tal situación no remedia la irregularidad, porque como es sabido la parte considerativa es sólo uno de los soportes, una de  las bases en que se finca la resolución en las decisiones jurisdiccionales, siendo la parte resolutiva la que en verdad concreta y tiene poder vinculante, implicando ello, entonces, que lo que se diga en la motivación de una providencia no vincula, no ordena, no obliga, si no es expresamente ratificado en la parte resolutiva, y con mayor razón cuando el pronunciamiento corresponde a un pliego de cargos, respecto del cual se impone para el operador judicial el deber ineludible de hacer concreciones precisas, taxativas, que no llamen a la perplejidad, que no den margen a la confusión o a la duda, habida cuenta que lo allí estipulado por el funcionario dependerá la posibilidad para el afectado de ejercer una defensa adecuada y razonable. 

Ahora bien, cuando se revisa la diligencia de audiencia pública se acredita claramente que en esa pieza procesal el sujeto procesal de la Fiscalía en su alegación final, solicita se condene al procesado por el delito de hurto calificado agravado con porte ilegal de armas de fuego, pero no se da cuenta que era en ese momento procesal pero conforme a los lineamientos del Art. 404 Ley 600 de 2000 en que podía realizar la adición de la calificación provisional para especificar que al procesado JHONATAN DUVAN SANCHEZ el ente acusador le formulaba cargos también por el delito de Tráfico, fabricación o porte de armas de fuego o municiones. 
Como dicha situación no ocurrió y como se señaló atrás lo único que vincula u obliga de la Resolución de Acusación es su parte resolutiva, la Sala no tendrá en cuenta el delito de fabricación Tráfico  y porte de armas de fuego o municiones, procediendo entonces a revocar la condena por dicho tópico.” 

Fecha: 18 01 2010   

Rad. 16 2005 00163 01

Acta 004

Conducta punible: Hurto calificado agravado y porte de armas

Decisión de primera instancia: Condenó.

Recurso de apelación: A quo le dedujo responsabilidad penal por el delito de fabricación, tráfico y porte de armas de fuego o municiones sin tener en cuenta que en la parte resolutiva de la Resolución de acusación solo se le convocó a juicio por el delito de hurto calificado agravado, pese a que en la parte motiva de la calificación se le consideró lo concerniente con el porte de armas, en la parte resolutiva no se acusó por dicho delito.

Problema jurídico: Si el a quo cometió error o por el contrario la actuación se encuentra acorde a los parámetros legales. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma parcialmente. 

CONGRUENCIA.
Vulneración del principio de congruencia.
 Falladora desbordó los marcos de la resolución de acusación, al deducir en la sentencia condenatoria un concurso de conductas punibles, no imputado por la Fiscalía al momento de calificar el mérito sumario contra el procesado. 
MP Socorro Mora Insuasty

Extracto:“…el contrariar el principio de congruencia significa vulnerar el debido proceso, en el entendido de que el enjuiciado debe conocer previamente a la sentencia, los motivos por los cuales es acusado por el Estado.

En ese orden de ideas se evidencia en el presente caso que la Fiscalía 45 Seccional de Cali profirió resolución de acusación en contra de (C) por el delito de Omisión de Agente Retenedor o Recaudador, en calidad de autor, sin indicar que se procedía por un concurso de delitos.

La Juez de primera instancia, al dictar sentencia, condenó al procesado a la pena de 48 meses de prisión y multa de  $7.771.000  al hallarlo responsable del delito  de omisión del agente retenedor o recaudador, agotado en diferentes ocasiones, dándole la condición de delito continuado y procediendo a aumentar la pena mínima de 36 meses en 1/3 parte conforme al parágrafo del Art. 31 del Código Penal que habla del concurso, por lo tanto la falladora desbordó los marcos de la resolución de acusación, al deducir en la sentencia condenatoria un concurso de conductas punibles, no imputado por la Fiscalía al momento de calificar el mérito del sumario contra el procesado, con vulneración flagrante del principio de congruencia.

En aras de proteger el debido proceso y ante la vulneración del principio de congruencia, la Sala, de manera oficiosa, modificara la sentencia impugnada, para modificar las penas principales de prisión  impuestas al procesado, en el sentido de eliminar los incrementos tasados por la juez de instancia, fijando  la pena privativa de la libertad en 36 meses de prisión que es la pena mínima para el delito endilgado, debiendo partir de allí al no avizorarse circunstancias de mayor punibilidad.”

Fecha: 22 01 2010    

Rad. 07 2008 0217 01

Acta 010

Conducta punible: Omisión de agente retenedor o recaudador.

Sentencia de primera instancia: Condenó a 48 meses de prisión negándole el beneficio de la suspensión condicional de la ejecución de la pena privativa de la libertad, concediéndole la sustitución de la prisión intramural por prisión domiciliaria. 

Problema jurídico: Si la sentencia proferida cumple las exigencias establecidas para dictar condena en el art. 232 del Código de Procedimiento Penal.

Sentencia de la Sala Penal: Confirma parcialmente modificando a 36 meses de  prisión y otorgando el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

==== 0000 ====
CONGRUENCIA.

Principio de congruencia. Dosimetría de la sanción.

 Juez de conocimiento erró al violar la congruencia entre la imputación y la sentencia.
MP Ranulfo Guerrero Guerrero.
Extracto:  “Y de entrada hay que decir que la disidencia tiene toda razón al discrepar del fallo condenatorio en lo tocante con la medida de la sanción. Es indudable que el juez de conocimiento, erró flagrantemente cuando con base en una circunstancia de mayor punibilidad que el Fiscal no dedujo al momento de formular la imputación, le agravó la sanción al acusado. Es indiscutible que, en esas condiciones, violó la congruencia entre la imputación y la sentencia y, actuando en forma desleal, afectó intereses superiores (debido proceso y derecho de defensa), que obligan a esta instancia a reparar el lamentable entuerto.

Si lo anterior es realidad fuera de toda discusión, es innegable que mal hizo el juez de primer grado, de su propio peculio, hacer agregaciones que tornaran más gravosa la situación de GONZAGA HURTADO. So pena de romper la congruencia, alteró las reglas del juego (algo muy de moda por estas calendas en otros poderes públicos), cuando desoyendo la voz de la Fiscalía que había demarcado de manera clara y enfática la ausencia de circunstancias de agravación de uno u otro orden, connotó la causal reglada por el  numeral 10 del artículo 58 del Código Penal, incrementando la sanción en sus diversas clases.

La tradición jurídica nacional, teniendo como voz cantante el organismo de cierre de la jurisdicción penal, o sea, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, ha sido en definitiva, clara y expresa al denotar que la imputación o la acusación, -según el  caso-, se construyen de tal manera que no quede duda alguna, no  exista ambigüedad de ninguna naturaleza, de manera diáfana y cristalina, al punto que debe concretar y especificar fáctica y jurídicamente todo el contorno que la hace real. En otras locuciones, debe estar cimentada en un  relato claro y coherente de los hechos jurídicamente relevantes y contener la enunciación de las especies o disposiciones o normativas que la fundamentan, lo que comprende un ejercicio global o integral. Es decir, se trata de connotar todo el andamiaje que fáctica y jurídicamente le sirve de estribo. Solo aquello que ha sido incluido como parte de dicha estructura puede servir de base o fundamento al fallo de condenación. Cualquier agregado desconocido por el pasivo de la acción penal, corrompe o inficiona dicha estructura.” 

Fecha: 26 01 2010  

Rad. 23 2009 19594

Acta 

Conducta punible: Porte de estupefacientes.

Decisión de primera instancia: Condenó e impuso una pena de 107.5 meses de prisión.

Problema jurídico: Si la dosimetría de la sanción impuesta al acusado se ajusta cabalmente al contenido de la imputación formulada durante la audiencia preliminar habiendo aceptado los cargos en forma libre y voluntaria. 

Decisión de la Sala Penal: Modificó e impuso una pena de 64 meses de prisión.

DOSIMETRIA PENAL.

Principios de la sanción penal de resocialización y prevención positiva.
MP Socorro Mora Insuasty.

Extracto:  “Durante el proceso de dosimetría penal, la Juez escogió adecuadamente el cuarto mínimo dentro de los cuartos punitivos, al no encontrar circunstancias de mayor o menor punibilidad que modifiquen la situación del procesado, de allí partió de la pena mínima para el delito mas grave que es el SECUESTRO SIMPLE, la cual corresponde a ciento noventa y dos (192) meses, a los que incrementó en noventa y seis (96) meses de prisión en razón del concurso heterogéneo con los delitos de HURTO CALIFICADO AGRAVADO, PORTE ILEGAL DE ARMAS y LESIONES PERSONALES AGRAVADAS, éste último a su vez en concurso homogéneo, señalando que ello no rebasa la suma aritmética  de cada uno de los delitos individualmente considerados, ni la penalidad más grave para el delito base, para endilgar un total de doscientos ochenta y ocho (288) meses de prisión.

Luego, la inconformidad del recurrente radica en que ese aumento de pena de ocho años de prisión, no se compagina con los fines que esta representa, reproche que a juicio de la Sala goza de aceptación, toda vez que en este evento el delito de SECUESTRO SIMPLE consagra una pena que por si misma resulta elevada, esto es, dieciséis años de prisión, por lo cual el aumento de ocho años de prisión sin que la A quo haya motivado ese incremento, no consulta con los principios de la sanción penal de resocialización y prevención positiva que resultan constitucionalmente aceptables.

En ese caso para la Sala, un incremento de diez (10) meses por el delito de HURTO CALIFICADO y AGRAVADO, diez (10) meses por el delito de FABRICACIÓN, TRÁFICO Y PORTE DE ARMAS DE FUEGO y cuatro (4) meses por el delito de  LESIONES PERSONALES AGRAVADAS, lo que nos da un total de dos (2) años o lo que es lo mismo veinticuatro (24) meses de prisión por el concurso de delitos, es apenas razonable y consulta desde la teleología de las penas el principio de proporcionalidad. Así entonces a la pena mínima de ciento noventa y dos (192) de prisión, le aumentamos veinticuatro (24) meses, lo que nos arroja un total de doscientos dieciséis (216) meses, monto  al que se le aplica la rebaja de la mitad de la pena en atención al allanamiento a cargos, para una pena a imponer de CIENTO OCHO (108) MESES DE PRISIÓN, monto que deberá purgar el condenado en establecimiento carcelario.”

Fecha: 16 03 2010

Rad. 03 2009 00170

Acta 080

Conducta punible: Secuestro simple, Homicidio agravado en modalidad de tentativa, Hurto Calificado, lesiones personales y porte de armas.

Decisión de primera instancia: Condenó a 144 meses de prisión.

Problema Jurídico: Se plantea a la Sala un problema jurídico relacionado con la dosificación de la pena, en el entendido que el aumento de la pena por razones del concurso de delitos resulta desproporcionado, frente a los fines que ésta representa.

Decisión de la Sala Penal: Modifica y condena a 108 meses de prisión.
ESTAFA.

Promesa de compraventa. Venta de cosa ajena. 

MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.

Extractos: “Sin embargo, lo primero que debemos advertir es que la venta de cosa ajena es válida, conforme a lo preceptuado en el artículo 752 del Código Civil, y si bien éste es el intríngulis del asunto, si interesa para el presente asunto debido a que de las pruebas obrantes en el plenario se logra extraer que la adquirente o promitente compradora conocía esa situación, además, es ella quien indicó que la procesada era la que tenía la posesión del inmueble con el ánimo de señora y dueña de la cosa. 
3º.- No desconocemos que en el contrato de promesa de compraventa no podía aparecer la acusada como si fuera ella quien tuviera el derecho de dominio sobre el inmueble, situación que nos llevaría a pensar que ese fue el medio engañoso para inducir en error a la denunciante, para así defraudar su patrimonio económico de manera ilícita, empero, en desarrollo de la investigación se logró establecer o, por lo menos, no fue desvirtuado que era la propietaria, aunque no tuviera en su haber el derecho de dominio, que no es otra cosa que la tradición.”   

“Significa que la procesada tenía la facultad de enajenar el predio, así no figurara a su nombre, bien a través de un poder conferido por los propietarios o que ellos, de manera  directa, firmaran el título traslaticio de dominio, por ende, no se puede sostener, sin lugar a equívocos, que el comportamiento de BARONA REYES estaba orientado a la obtención de un provecho ilícito, se repite, probatoriamente no se logró desvirtuar que pretendiera negociar un bien sobre el cual no tuviera ningún derecho. 

4º.- Ahora bien, todo indica que la promitente compradora conocía esa situación en particular al momento de celebrar el contrato de promesa de compraventa, de tal suerte que aquí lo que se evidencia  es más un incumplimiento o resolución de un contrato que un delito de estafa, al no brillar o estar plenamente acreditada una maniobra engañosa para lograr la negociación. 

Primero,  a pesar de que en todo tipo de negociaciones predomina el principio de la buena fe y de confianza, como mínimo debió haber accionado los mecanismos de protección antes de haber accedido a la realización de la transacción, como era haber obtenido el Certificado de Tradición del Inmueble y si no lo hizo fue porque conocía que el predio no estaba a nombre de la promitente vendedora, pero sí tenía el mandato para enajenarlo por ser la real propietaria.”

 Fecha: 05 03 2010     

Rad. 11 2006 00162    

Acta 042

Conducta punible: Estafa. 

Decisión de primera instancia: Condenó a la procesada. 

Problema jurídico: Si el comportamiento desplegado por la encausada, al haber celebrado una promesa de compraventa de un predio, respecto del cual no era propietaria inscrita pero sí su dueña, encuadra en el delito de estafa. 

Decisión de la Sala Penal: Revoca y absuelve a la procesada.

ESTAFA Y FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO.

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear
Extracto:”…debe reconocer la Sala que no se observa engaño o ardid dirigido a hacer incurrir en error, para el caso, a la denunciante quien, como queda visto, estaba en condiciones de conocer y realizar todo tipo de acuerdos; tampoco, entonces, se probó el propósito de obtener provecho ilícito a favor del acusado, ni un perjuicio emergiendo, por consiguiente, atípica la conducta de Estafa, circunstancia que lleva a que esta Sala de Decisión Penal confirme la sentencia recurrida.  
Así mismo ni la denunciante menciona ni del devenir investigativo emergen circunstancias anteriores o concomitantes que hagan vislumbrar o aparecer el ardid o engaño, por cuanto de lo establecido probatoriamente se colige se trata de actos privados voluntarios que permiten hacer uso precisamente de la facultad de disposición de la propiedad como esta autorizado legalmente.”
“Para la Sala el representante de la parte civil pretende que a partir del convencimiento de la forma de distribución del dinero a recibir se desprenda tanto la falsedad en el documento firmado por la señora CARVAJAL RIASCOS como el ardid para predicar la estafa, y no es posible por cuanto es necesario en derecho penal, la concreción del supuesto fáctico comportamental y a partir de este verificar los elementos estructurales del tipo penal a imputar, así que a partir de un convencimiento para que firme un documento y que ese consentimiento este viciado no se podría nunca desprender que haya falsedad documental. Podía afectarse la creación del documento por vicio en el consentimiento pero imputar falsedad documental al que manipuló, constriñó, o convenció para su firma no. 

Al considerar que para proferir sentencia condenatoria, el juez debe hacer una valoración conjunta de todos los medios de conocimiento allegados en forma legal y oportuna al proceso, logrando el convencimiento pleno de la ocurrencia de los hechos y de la responsabilidad de la persona investigada, y en este caso no hay una prueba que ofrezca certeza de la estafa y la falsedad en documento privado. Se observa por el contrario, que el acervo probatorio dista mucho de ofrecer este conocimiento sobre la responsabilidad del encartado, la cual es exigencia legal al momento de proferir  fallo condenatorio, en consecuencia, la Sala debe confirmar el fallo recurrido.”

Fecha: 25 01 2010 

Rad. 09 2008 00109 01

Acta 018

Conducta punible: Estafa y falsedad en documento privado.

Decisión de primera instancia: Absuelve.

Decisión de la Sala Penal: Confirma. 

FRAUDE PROCESAL.

Caso en el que una persona presentó ante un funcionario jurisdiccional una demanda en la cual calló deliberadamente hechos o situaciones que de haber sido consignadas habrían llevado a que la decisión del operador judicial fuera contraria a las pretensiones del demandante. 

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

Extracto:  “Así, verbigracia,  cuando el abogado BCS en  el escrito que dio margen a la iniciación del proceso ejecutivo con título hipotecario, guardó silencio absoluto sobre los abonos o cancelaciones que el demandado venía haciendo a la obligación por concepto de intereses, e invocó  un mandamiento de pago por la totalidad de la obligación como si respecto de ella no hubiese existido amortización de ninguna especie ni cancelación de intereses,  tal solicitud, en esos términos, resultaba creíble y atendible para el juez del conocimiento, que no tenía, como es obvio, ningún medio eficaz o idóneo para conocer que se le estaba engañando (pues ese silencio consciente no es otra cosa que un engaño puro y simple), y estaba supeditado a creer en la buena fe del demandante. 

De ese modo tuvieron existencia real  la actividad fraudulenta y la inducción en error al servidor público, a quien se mantuvo en ese estado de desconocimiento, de confusión frente a la realidad imperante respecto de la relación comercial que mediaba entre los extremos procesales, a lo largo de todo el proceso, pues ya hemos dicho que no sólo fue la demanda la que contuvo silencios que eran una verdadera impostura, sino que ello se reiteró a lo largo del proceso.” 

“Además no puede admitirse el argumento del defensor que señala que la denunciante no ejerció su defensa en el proceso ejecutivo hipotecario y de esa forma descargar al procesado de toda responsabilidad en el fraude,  pues debe reiterar la Sala que quien materializó la actitud omisiva que se tradujo en un engaño para el juez civil fue la procesada y no se puede tratar de ocultar el sol con un dedo respecto de la intención fraudulenta incluso pretendiendo desconocer las pruebas grafológicas que dan cuenta de la uniprocedencia de las firmas.”  

Fecha: 25 01 2010    

Rad. 15 2006 00342 01

Acta 017

Conducta punible: Fraude procesal

Sentencia de primera instancia: Dictó sentencia condenatoria

Sentencia de la Sala Penal: Confirma.- 

HOMICIDIO CULPOSO.

Teoría de la imputación objetiva.

Práctica de liposucción hecha por enfermera instrumentalista.
MP Orlando Echeverri Salazar

Extracto:“…hoy día doctrina y jurisprudencia consideran que la realización del tipo objetivo en el delito imprudente o infracción al deber de cuidado se satisface a plenitud con la teoría de la imputación objetiva, según la cual el hecho es atribuible a la cuenta penal del justiciable si éste con su conducta creó un riesgo más allá de los linderos del jurídicamente permitido, y de él se derivó un resultado dañino.” 

“Poniendo el asunto, entonces, en términos de la atribución objetiva del resultado como es el justo reclamo del abogado defensor, la procesada no solo creó el riesgo jurídicamente desaprobado sino que además lo incrementó de manera desproporcionada, al punto que ello es del interés del derecho sancionador en lo penal; y, lo más importante, desde el preciso momento en que aceptó, así fuera a voluntario pedido de la víctima, realizar semejante invasivo procedimiento, es apenas de obviedad enrostrarle que asumió la posición de garante, máxime si, como lo pregona el impugnante, se presentaba como una profesional en estas artes, cuando lo cierto es que sus conocimientos y experiencia apenas le alcanzaban para ser auxiliar de un cirujano, jamás para a éste desplazar, menos haciendo incisiones con bisturí en el cuerpo de una mujer para, atravesándole el abdomen llegarle casi hasta la columna lumbar; y, ni qué decir, en procedimiento de garaje, como así por ahí se los conoce en el argot popular, o de “cabina”, como a ellos se refirió la cirujana plástica que rindió declaración, de suerte que insólito aparece que todo esto pueda tenérselo como un caso más de simple autopuesta en peligro como lo hace el apelante al tiempo que desdeña la restante dogmática del instituto jurídico de la imputación objetiva.
Entonces, con esto y aquello, es decir, demostrado cómo la teoría general del hecho punible a la perfección resuelve esta nítida hipótesis de un delito imprudente, trátese de la concepción dogmática de que se trate, ubíquese la culpa en la culpabilidad como en el ciertamente simplista análisis del fallador de primera instancia, o trasládesela a predios de la tipicidad acorde con los trazados de la Ley 599 de 2000, lo cierto es que, imprudente, harto imprudente fue el proceder de la justiciable, y no solo ello, dentro de la más rampante impericia, pues en su rol de enfermera se atrevió a comportarse como cirujana, y ni qué decir, no en un centro asistencial rodeada de las condiciones adecuadas, sino en un cuarto cualquiera de su casa de habitación.”
Fecha: 05 02 2010   

Rad.11 2008 00082 01

Acta 016

Conducta punible: Homicidio Culposo

Decisión de primera instancia: Declaró penalmente responsable de homicidio culposo

Decisión de la Sala Penal: Confirma.

HOMICIDIO CULPOSO.

Accidente de tránsito. Principio de confianza.

MP Socorro Mora Insuasty

Extractos. “Así, el delito culposo constituye una conducta donde se ha omitido                                                                                                                                  el deber objetivo de cuidado, que para el caso del tráfico automotor el parámetro de permisión a fin de determinar si el agente ha observado el cuidado debido se ha de examinar de conformidad con las normas de tránsito;  reglamentos que dentro de ese proceso de comunicación anónima se presume conocen todas las personas que se ven involucradas en esta actividad, lo que genera al propio tiempo el principio de confianza y que consiste en que quien se comporta en el tráfico de acuerdo con las normas puede y debe confiar en que todos los participantes en el mismo tráfico también lo hagan, a no ser que de manera fundada se pueda suponer lo contrario
.Conociendo entonces que el procesado desplegaba un actividad de riesgo, es preciso verificar a partir del material probatorio recaudado en el proceso, si con su conducta se creó o incremento  un riesgo jurídicamente desaprobado,  pero además, si esa conducta fue el resultado de un desconocimiento del deber de cuidado, en este caso el reglamento de tránsito que es el que establece las condiciones y pautas en que debe desarrollarse el tráfico automotor, produciéndose un resultado punible que le sea imputable jurídicamente.”

“Encontrando entonces que (T A)  desarrolló su conducta dentro de los niveles de permisión, esto es,  acogiendo las normas y reglamentos de transito y concretamente para el caso de estudio, acató el pare respectivo, mientras el semáforo prohibía el paso, avanzando ante el cambio del mismo, lo que nos llevaría a concluir que en su rol de conductor se mantuvo dentro de los niveles de permisión que exige la norma en el desarrollo de esta actividad  propia de una fuente de riesgo como es el tráfico automotor, razón por la cual no le sería imputable el resultado antijurídico.”

“Supuesto fáctico tan objetivo que descarta de plano la afirmación del motociclista quien sostuvo en el proceso que se desplazaba a una velocidad promedia entre 15 y 20 kilómetros por hora, lo que no se compadece con los resultados conocidos. Siendo evidente el exceso de velocidad de este conductor, factor que sin duda incidió en los resultados lesivos que en el proceso se han decantado, que fundamentalmente tienen su origen en el desconocimiento de la norma de transito que le señala al transeúnte que debe abstenerse de transitar cuando la señal del semáforo está en rojo, un código de lenguaje que se supone conocido por quienes interactúan en ese proceso de comunicación anónima en que se convierte el tráfico automotor. 

Surge entonces el principio de confianza que se funda en que cada persona cumplirá a cabalidad el rol que asume en el medio social, donde su comportamiento estará determinado dentro de los niveles de interacción que se aceptan  en una sociedad civilizada, lo que al propio tiempo le otorga la confiabilidad de que las demás personas que interactúan en ese ámbito funcional se comportaran de conformidad con  las exigencias de  su rol.”

Fecha: 11 03 2010   

Rad. 12 2005 00165 01

Acta 071

Conducta punible: Homicidio culposo. Lesiones personales.

Decisión de primera instancia: Declaró responsable penalmente al procesado.

Problema jurídico: Determinar la responsabilidad del encartado.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y absuelve. 

IDENTIFICACION.

Apreciación del testimonio.

Condición de reinsertado del testigo. Reconocimiento en fila de personas.

El nombre con el cual se haya conocido o dado a conocer al procesado, cuenta de manera secundaria, importando sí que no se dude respecto de su determinación física. 
MP Socorro Mora Insuasty

Extractos: “Siendo de resaltar que  la condición de reinsertada de la testigo, quien hizo dejación de  las armas, no constituye una circunstancia que demerite su  testimonio cuando lo que se valora no son los informes de los reinsertados sino sus declaraciones rendidas ante funcionario judicial, sin desconocer por ende la prohibición legal, sometidas por tanto a las reglas de la valoración probatoria.”.
“Ahora, en relación con la diligencia de reconocimiento en fila de personas realizada, pese a todos los obstáculos que puso la defensa, en esta se preservó la oportunidad del ejercicio del derecho de contradicción el cual fue desarrollado por defensor, diligencia en la que forma contundente se preciso por parte de los testigos que (T),  es el Comandante guerrillero encargado de la negociación de la libertad de los secuestrados. Diligencia que se cuestiona por el impugnante a partir de la afirmación que hicieran algunos de  los testigos en el sentido de que habían visto previamente la imagen del procesado en los medios de comunicación cuando este había sido capturado.

Hecho que en si mismo no invalida la prueba porque la circunstancia de haber visto al imputado antes del reconocimiento, personalmente o a través de fotografías, no afecta de suyo la validez jurídica del reconocimiento ni lo torna ineficaz, ya que cuando ello es lo que se denuncia, la prueba será jurídicamente válida y el juez podrá valorarla, sólo que deberá tomar en cuenta los antecedentes con incidencia en su fuerza demostrativa, ya que no es lo mismo que la percepción del testigo permanezca exenta de interferencias, a que haya sido reforzada con nuevas imágenes que puedan repercutir en ella. Siendo de reiterar que los testigos aprehendieron los hechos en condiciones de  percepción que les permitieron una adecuada fijación de éstos.
 Por último y frente a los genéricos reparos de la defensa en relación con la falta de identificación, se ha de señalar que tal como aparece probado en el proceso, el condenado dada su condición de insurgente recurría a utilizar no solo diversos nombres, sino también diferentes documentos de identificación, precisamente orientado a evadir la acción de la justicia, lo que explica que respecto de su identificación se manejaran al inicio de la investigación varias nombres, los que al perfeccionamiento de la misma se fueron decantando, lo que en modo alguno implica que el procesado no se encuentre debidamente individualizado, cuando la prueba recaudada es clara en precisar que el procesado, (T), es la persona que fue capturada encontrándose en su poder suficiente material probatorio que lo vinculaba con el grupo subversivo ELN, al cual confesó pertenecer, demostrándose en el proceso que no era un miembro más de esa organización sino un líder regional que internamente se conocía con el apodo de “ Silvio” o “ El viejo”, responsable del secuestro de “La María”, que como el mismo lo admite en su diligencia de indagatoria, manejaba varias identidades.

Lo anterior se ha analizado por la Corte Suprema de Justicia en Sala de Casación Penal, quien establece que lo indispensable para el adelantamiento de la acción penal es contar con la individualización del posible autor del delito. “De ahí entonces que el nombre con el cual se haya conocido o dado a conocer al procesado, cuenta de manera secundaria, importando sí que no se dude respecto de su determinación física, esto es, que quien haya sido sometido a juzgamiento sea el mismo que participó en la conducta punible, puesto que solamente a través de la seguridad de quién habrá de ser el procesado, se puede dar comienzo a la acción penal, en tanto que en caso contrario corresponde a las autoridades competentes la búsqueda de elementos que permitan determinar, entre varios, al presunto autor del hecho punible”. 

 Y agrega la Corte que “el ordenamiento procesal aplicable al caso no impone la comprobación de la identificación del presunto implicado como requisito preliminar al proceso o necesario dentro de él. La exigencia se refiere a la individualización del presunto autor, esto es, que se tengan suficientes elementos de juicio para determinar que, pese a sus posibles cambios en sus condiciones civiles, la persona vinculada efectivamente se corresponde en su particularización con aquella que se señala como posible infractor de la ley penal.”
 (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Rad.28301 del 23 de enero de 2008. MP Sigilfredo Espinosa Perez.)
Bajo estas consideraciones descarta la Sala la propuesta de la defensa de que se acoja el principio de presunción de inocencia, cuando del material probatorio recaudado en el proceso emerge el elemento cognoscitivo que demuestra no solo la estructura objetiva del delito de Homicidio, sino también la responsabilidad del procesado como autor indirecto tal como acertadamente lo propuso la señora Juez de instancia.” 

Fecha:   


 22 01 2010   

Rad.



 03 2006 00032 01

Acta 



009

Conducta punible:
 Homicidio agravado. Rebelión. Falsedad personal. Lesiones personales agravadas. 

Decisión de primera instancia: 
Absolvió por lesiones personales agravadas, rebelión y falsedad personal y condenó por homicidio agravado en concurso homogéneo y sucesivo , en concurso heterogéneo con el delito de obtención de documento público falso.

Decisión de la Sala Penal: 
Revoca parcialmente en el sentido de condenar por la conducta de rebelión confirmando en lo demás. 

IMPEDIMENTOS Y RECUSACIONES.

Art. 56 numeral 6 de la Ley 906 de 2004.
Que el funcionario haya participado dentro del proceso.
MP Juan Manuel Tello Sánchez

Extracto:  “…la Sala no puede aceptar el impedimento manifestado por la Juez porque de entrada se observa cómo la causal propuesta por ella para sustentar la necesidad de apartarse del conocimiento del asunto, ninguna relación guarda con los hechos que soportan esa manifestación en tanto el proceso que ahora conoce no es el mismo dentro del cual dice dictó sentido del fallo. Se trata de dos procesos diferentes, con dos acusados distintos, que han operado independientemente …”

“Además, dentro de la ley procesal que gobierna ambos procesos, independientemente de los elementos materiales probatorios obtenidos por la Fiscalía, de acuerdo al Principio de Inmediatez, solo es posible tomar en cuenta para la emisión del correspondiente fallo aquellos elementos que efectivamente ingresen como pruebas en el Juicio Oral. Por ello, no es posible hacer producir efectos suasorios válidos a esos elementos a partir de lo que lograron demostrar en otro proceso donde el acusado era otra persona pues si se tiene en cuenta que la vinculación de esta con los hechos delictivos es bastante diferente de la vinculación que tiene la acusada en la actuación que nos ocupa, es claro que las incidencias probatorias no son exactamente iguales, porque además la aducción de la prueba no va a realizarse en los mismos términos ni para demostrar lo mismo.” 

Fecha: 15 03 2010   

Rad. 20 2008 01378 

Acta 012

Conducta punible: Extorsión agravada.

Problema jurídico: Impedimento manifestado por juez dentro de un proceso, por haber participado dentro del mismo.

Decisión de la Sala Penal: Declara infundado el impedimento.

PORTE DE ARMAS DE FUEGO.

Debido proceso.

Informes policivos son fuente de prueba y no pruebas en sí misma.

Principio de investigación integral. Principio de proporcionalidad.

 Investigación procesal se extendió por fuera de los términos legales establecidos en la normatividad procedimental. 

Simple incumplimiento de los términos no genera ipso iure nulidad de las actuaciones. 

Falencias relacionadas con la cadena de custodia ha insistido la Corte no generan exclusión de la prueba. 
MP Orlando Echeverri Salazar

Extractos:  “A la sazón, el artículo 329 del código de procedimiento penal, ley 600 de 2000, al cual se refiere el apelante, aplicable al caso tratado, indica que la instrucción tiene una duración de 18 meses, en este caso fue abierta, tal como aparece a folio cuatro (4), el día nueve (9) de mayo de 2005, por tanto el término que para calificar o precluir la investigación por el ente acusador se extendería hasta noviembre 9 de 2006, se advierte con claridad que la resolución de acusación fue proferida el día 20 de diciembre de la misma anualidad en la cual se abrió la instrucción, es decir tan solo siete (7) meses después, sin que se hayan desbordado los términos señalados en la ley.

Por otra parte, debe precisarse que el simple incumplimiento de los términos no genera ipso iure nulidad de las actuaciones, pues estas medidas extremas están soportadas en claros principios entre ellos el de trascendencia, solo por citar uno y con fines exclusivamente propedéuticos, que impone del censor o impugnante señalar que tipo de daño en concreto a sus derechos se produjeron con el vencimiento o soslayo de los términos. En este caso no se alego y menos se acreditó un daño en concreto, recuérdese que no existen nulidades simplemente formales, que no conllevan sino a dilaciones injustificadas o a odiosas repeticiones de las actuaciones judiciales.” 

Refiriéndose a los informes policivos, la Sala Penal sostuvo que: “En consonancia con este criterio, lo que se valoró en este caso por el a-quo y en lo que está de acuerdo la Sala, es la declaración del agente de la policía que participó en el operativo de captura  del procesado y la injurada del mismo encartado, no el contenido del informe, …” 

En cuanto al principio de investigación integral: “Por otra parte, el principio de investigación integral supone la práctica de pruebas favorables al procesado y de lo conocido en autos no se ha establecido qué prueba favorable al procesado se omitió. Déjese claro que cuando se discute que no se practicaron algunas pruebas no con ello se está demostrando que esa prueba omitida sería favorable al procesado, sobre ese punto en concreto no dijo absolutamente nada el impugnante. 

En materia probatoria debe precisarse de quien discute alguna falencia que daño se le causó y en concreto que prueba debió practicarse y cuál sería el beneficio concreto que produciría. En estos casos no es tan simple como generar, en el discurso y solo en eso, una posible incertidumbre sobre qué hubiere pasado si tal o cual prueba de las omitidas se practicara, sino que es necesario y sine quanom que se afirme y concrete ese tópico en particular.” 
Al principio de proporcionalidad:   “Respecto a la denunciada violación del principio de proporcionalidad por razón del número de agentes que participaron de la captura del procesado y las lesiones que le produjeron no encuentra la Sala razón alguna que pudiera implicar un derrotero distinto al presentado, es decir, se ha establecido claramente las circunstancias modales en que se produjo la captura del procesado, de las que se deduce procesalmente que el señor O F disparó contra los uniformados y estos reaccionaron. Frente a eso está claro que la lesión fue leve y que pese al número de policiales que participó al procesado se le respetaron sus derechos como capturado, según se informa a folio dos (2) de la actuación.

Deviene, de verdad   intrascendente que se edifique la violación del principio de proporcionalidad por el número de agentes y no por el contexto mismo de los hechos. En su contexto los hechos indican que la actitud del procesado fue asaz agresiva al punto que provocó y amerito la reacción acertada de los agentes que lo neutralizaron sin mayores consecuencias.”

Cadena de custodia: “Las falencias relacionadas con la cadena de custodia ha insistido la Corte no generan exclusión del la prueba, se reducen a problemas de valoración probatoria relacionados con la autenticidad del elemento material probatorio, salvo que la autenticidad o mismidad de la prueba haya quedado absolutamente contingente
. 

Sin embargo en todo caso no basta con que se plantee la queja o reparo frente a la cadena de custodia, como lacónicamente lo hizo el opugnante, pues debe demostrarse la ilegalidad en la cadena de custodia referida al elemento material probatorio, o que el procedimiento mediante el cual se incauto el arma fue violatorio de la Carta o del Bloque de Constitucionalidad.”

Fecha: 05 02 2010-09-01 

Rad. 18 2006 00021 01

Acta 018 SA

Conducta punible: Porte de armas de fuego.

Sentencia de primera instancia: condenó al procesado.

Sentencia de la Sala Penal: Confirma
PRESUNCION DE INOCENCIA.
Falsedad en documento privado.Hurto agravado por la confianza.
Reglamento de entidad bancaria. Manejo de tarjeta de crédito.
MP Orlando Echeverri Salazar

Extracto: “…la Sala no puede ir más allá de lo que se encuentra radicado en el expediente y para la misma no se haya plenamente establecido, más allá de toda duda razonable, el vinculo del aquí enjuiciado y las personas que retiraron el dinero de la cuenta del señor F H O, pues el aporte que le correspondería sería el de vencer la seguridad del sistema para poder acceder al movimiento de retiro del dinero y esto solo se logra obteniendo el conocimiento del requisito de seguridad personal del titular de la cuenta, se itera.

Quedando claro para la Sala entonces, que sin que se haya podido constatar que el acusado por su función de cajero tuvo la posibilidad de conocer la combinación de seguridad de la cuenta del señor F H O, es decir  no estaba a su alcance acceder a ella, o por lo menos no lo indico así la entidad bancaria,  por ser  de manejo exclusivo del titular de la cuenta, no es posible dentro del más estricto raciocinio jurídico hacer un juicio de reproche en su contra como coautor del ilícito que ocupa a la judicatura.  

Con idénticos argumentos se descarta la participación en la falsedad, pues por una parte no está demostrado que el procesado haya participado de la comunidad delictiva respecto del hurto y por otra los datos anotados en el documento que se reputa falso eran de conocimiento de las personas que se apoderaron de la billetera del ofendido y para ello no era menester la colaboración del procesado.”

Fecha: 28 01 2010   

Rad. 21 2006 00131 01

Acta 004

Conducta punible: Falsedad en documento privado en concurso heterogéneo sucesivo con el de hurto agravado por la confianza.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y absuelve al imputado.

PRESUNCION DE INOCENCIA.
Conocimiento para condenar. Daño en bien ajeno.
MP. Roberto Felipe Muñoz Ortiz.

Extracto: “De entrada hay que advertir que la prueba aducida en la audiencia de juicio oral no satisface los requisitos del artículo 381 ibídem, el cual  señala que para condenar se requiere el conocimiento mas allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio, porque se presentan varias dudas que deberán ser resueltas en favor de la enjuiciada, en aplicación del apotegma universal del in dubio pro reo. Veamos:  
Esta investigación se inició con fundamento en la denuncia realizada por la señora M P, quien en su testimonio indicó que el 13 de marzo de 2001 le arrendó a la señora GV L un inmueble de su propiedad ubicado en la calle 3ª No. 4-44 de La Cumbre, Valle y que cuando la arrendataria se lo devolvió entregándole las llaves el 4 de mayo de 2008, al ir a revisarlo, se enteró que estaba prácticamente destruido (paredes, baños, cocina, pisos, puertas).

La Fiscalía aprehende el conocimiento del asunto y para sustentar la imputación de que la procesada es responsable del delito de daño en bien ajeno, conforme a los hechos denunciados, lleva al juicio una serie de pruebas que le permitían, en su criterio, sacar adelante su teoría, sin embargo, en el decurso del juicio, ésta se fue desvaneciendo con sus mismos testigos, incluso con los dichos de la  denunciante y con lo aportado por los testigos de la defensa.” 

“De otro lado, para la época en que se desarrolló la audiencia de juicio oral, la testigo L D G M y la procesada adujeron que la casa había sido demolida, lo que permite dar por cierto lo depuesto por la encartada o, por lo menos, existe duda de que hubiera realizado las excavaciones sin autorización de la propietaria del inmueble y que no las tapó o reparó porque iban a tumbarlo, pues en ese evento no se justificaba entrar a colocar unas baldosas, menos cuando la propia afectada le indicó que no era necesario, ante la inminente demolición. 

Así las cosas, para esta Sala de Decisión no existe certeza de que la implicada haya actuado de manera dolosa al momento de realizar las excavaciones, con la conciencia de que estaba ejecutando un ilícito y con la intención de vulnerar el patrimonio económico de la propietaria del inmueble.  

No olvidemos que el contenido del artículo 381 de la Ley 906 de 2004 descarta la sospecha, la conjetura, el pálpito y la corazonada como grado de conocimiento para el proferimiento de la máxima decisión; por ello, en favor de G V L se reconocerá el In Dubio Pro Reo, al no haberse desvirtuado su presunción de inocencia, con la pruebas aducidas y debatidas en el juicio oral.

Ese conocimiento, mas allá de toda duda, respecto de la responsabilidad del acusado, exigido por el legislador para la emisión de una sentencia condenatoria, no refulge con nitidez en esta actuación, pues, como se indicó en precedencia, una sentencia no puede ser fundamentada en meros silogismos o sospechas, por ello “El proceso penal es un instrumento creado por el Derecho para juzgar, no necesariamente para condenar. También cumple su finalidad cuando absuelve al sindicado: Es decir, a éste le asiste en todo momento el in dubio pro reo, que lleva a que mientras exista una duda razonable sobre la autoría del delito y la responsabilidad del sindicado, éste, acorazado con la presunción de inocencia, debe ser absuelto.”
Son entonces, los anteriores argumentos, los que nos llevan a apartarnos de la decisión de primera instancia y, en su lugar, absolver a G V L del delito de DAÑO EN BIEN AJENO, lo que nos releva de verificar si la acción penal realmente ha prescrito.”  
Fecha: 25 02 2010  

Rad. 2PM 2008 80056

Acta 031

Conducta punible: Daño en bien ajeno.

Decisión de primera instancia: Condenó a 8 meses de prisión.

Problema jurídico: Si el comportamiento desplegado por la procesada, al realizar excavación en busca de una guaca, en el predio que le habían arrendado, configura el delito de Daño en Bien Ajeno.

Decisión de la Sala Penal: Revoca y en su lugar absuelve a la procesada.

PRISION DOMICILIARIA.

Requisitos son de carácter concurrente. 
Discapacidad de la procesada.
MP Socorro Mora Insuasty

Extracto:  “…a la luz de la norma sustancial aplicable a los hechos que ocupan nuestra atención, no cabe ningún reparo en que la pena mínima es de sesenta y cuatro (64) meses de prisión, una vez aplicado el aumento de la ley 890 de 2004, es decir, que no tiene eco la discusión que genera el defensor acerca de la conceptualización del concepto de conducta punible, y que propone que la pena a tener en cuenta en este caso, no es la que establece la norma, sino la pena que efectivamente se impone una vez realizado el proceso de dosificación, puesto que la rebaja por el allanamiento a cargos, es un fenómeno post delictual, razón para que no pueda considerarse como parte del concepto de conducta punible que se encuentra en la preceptiva, siendo una noción que ya se encuentra decantada.

Es por esto que el sustituto de la prisión domiciliaria resulta improcedente en la medida  que no se cumple con el factor objetivo de la norma, puesto que la pena mínima de prisión es de sesenta y cuatro meses, quantum que supera los cinco años de prisión (60 meses), siendo claro que no procede el beneficio deprecado con fundamento en este punto.

Pese a que se manifieste que debe atenderse la ausencia de antecedentes de la procesada, que se trata de una persona que durante toda su vida ha estudiado, así como que sufre de una discapacidad, estos aspectos no pueden ser valorados en la medida que los requisitos planteados por el legislador son de carácter concurrente, lo que impide se considere la situación personal de la encartada.”

Fecha: 09 03 2010

Rad. 22 2009 19805

Acta 063

Conducta punible: Favorecimiento.

Decisión de primera instancia: Condenó a 51 meses de prisión

Problema jurídico: Como debe entenderse el concepto de conducta punible a efectos de analizar la viabilidad de la concesión del beneficio de la prisión domiciliaria conforme al artículo 38 del Código Penal. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma

PRUEBA.

Valoración.

Doble instancia.  Prisión domiciliaría. Madre cabeza de familia.

 Pruebas no pueden ser valoradas por la Sala, en virtud a que no fueron presentadas ni controvertidas ante la primera instancia. 

MP Roberto Felipe Muñoz Ortiz

Extracto: “…el recurrente indicó que la señora AL A F es madre cabeza de familia, conforme a la Ley 750 de 2002, al ser la única persona que vela por el cuidado y manutención de sus menores hijos: Walter, Heyler, Angélica y María Alejandra, por lo que tiene derecho a que se le conceda el beneficio de la prisión domiciliaria. 

La A quo, al momento de proferir la sentencia de primera instancia, consideró: 

“Tampoco cabría concluir que esta procesada deba ser beneficiada con el beneficio de la prisión domiciliaria en condición de madre cabeza de familia por el hecho de ser progenitora de cuatro menores, de nombres Walter, Heyler, Angélica y María  Alejandra, según está establecido, pues no está acreditado con grado de certeza que no existan otras personas que puedan prestarle asistencia, pues es claro que esos menores han de tener un progenitor, y abuelos, tíos, u otros parientes, que puedan cumplir con esa labor de asistencia. De tal suerte, que, no existen razones valederas y de importancia superlativa, para que por su condición de madre cabeza de familia, y soslayando la incuestionable gravedad de su comportamiento cumplido, lo repetimos, por mero afán de lucro, y desatendiendo los intereses de la comunidad, se le conceda a esta mujer la especialísima gracia de la prisión domiciliaria, dejándole el paso expedito, enfatizamos, sin motivos verdaderamente graves, para que continúe con su reprochable labor. Obvio es, pensamos, que si la medida prevista en la Ley 750 de 2002 está encaminada de modo exclusivo a la protección de los derechos de los niños, por sobre el interés común, y sin que tales derechos sean absolutos, para que sea posible que a quien ha delinquido de manera grave se le aplique ese leve y benigno tratamiento en atención a ese interés de los párvulos es preciso, debe serlo, que los motivos estén demostrados de manera total e incontrovertibles, porque en resumidas cuentas de lo que se trata lo es de efectivizar la seguridad espiritual y material de unos niños, colocados en situación de peligro grave por la privación de la libertad de su progenitora o progenitor, y no de permitir que el hecho de tener un hijo a su cuidado se convierta para la mujer o el hombre que acude a la comisión de tan recriminables y ofensivos comportamientos delictivos, en una especie de patente de corzo que le garantice siempre su liberación so pretexto de proteger a su prole.”

Argumentos que no fueron controvertidos por la defensa, quien simplemente se refirió a los registros civiles de nacimiento que acreditan el parentesco entre los menores Walter, Heyler, Angélica y María Alejandra y la procesada, además, le dio lectura a las declaraciones extra-juicio rendidas por Lucy Ruiz Viveros, Luís Felipe Ramírez, Oswaldo Zapata Mosquera y a la de la misma encartada y a otros elementos materiales probatorios.

Pruebas sumariales que si bien podrían llevar a otorgar a A A F calidad de madre cabeza de familia, no pueden ser valoradas por esta instancia, en virtud a que no fueron presentadas ni controvertidas ante la primera instancia, mas exactamente en la audiencia de individualización de la pena; obrar de manera diferente sería desconocer las reglas de procedimiento, entre ellas la doble instancia, pues podríamos decir que la función desplegada por el recurrente, al sustentar el recurso de alzada, fue solicitar el sustituto de la prisión domiciliaria, Ley 750 de 2002, colocando de presente “pruebas” que no se conocieron en la primera instancia por la Juez ni por las partes.

Ahora, la argumentación del recurrente no alcanza a enervar el fundamento de la A quo para negar el sustituto de la prisión domiciliaria, pues prácticamente su intervención se limitó a esos nuevos elementos probatorios que, se insiste, no pueden ser apreciados o valorados en esta instancia, además que no atacó de manera directa las disquisiciones de la Juez de primer nivel para negar la mencionada gracia.” 

Fecha: 19 03 2010   

Rad. 03 2009 14313

Acta 068

Conducta punible: Porte de estupefacientes. 

Decisión de primera instancia: Condenó a la procesada a 54 meses de prisión.

Decisión de la Sala Penal: Confirma

RECONOMIENTO POR MEDIO DE FOTOGRAFIAS O VIDEOS.

Para su validez no se requiere la presencia de un defensor y/o del Ministerio Público

MP Roberto Felipe Muñoz Ortiz.

Extracto: “De una simple lectura de la norma se desprende que sólo se requiere, para llevar a cabo esta diligencia, la presencia del testigo y del funcionario de policía judicial, lo que tiene su lógica, pues no se puede pretender que si este tipo de actuación es uno de los “MÉTODOS DE IDENTIFICACIÓN” y no existiendo un indiciado relacionado con el delito, o existiendo no estuviera disponible para la realización del reconocimiento en fila de personas, es decir, sin existir un indiciado plenamente identificado, sería un absurdo exigir la presencia de un defensor. Además, tampoco es requisito para su validez la comparecencia de un representante del Ministerio Público, porque es facultativa para esa clase de actuaciones judiciales. 

Diferente es la situación cuando se ha identificado al posible autor del ilícito y se le ha formulado imputación, pues a partir de ese momento las diligencias que se realicen con o sin su presencia deberán hacerse con la anuencia de su defensor para su validez. 

Las actuaciones que se adelanten previamente (indagación) a la formulación de imputación no exigen, como requisito sine qua non para su validez, la presencia de un defensor y/o del Ministerio Público, sino de la observancia de todas las garantías judiciales, como son el derecho de defensa, el debido proceso, el principio de igualdad de armas, el principio de contradicción, entre otros, los cuales no se violan cuando, sin existir una persona imputada, se realiza la diligencia de reconocimiento por medio de fotografías con la sola presencia del testigo y el funcionario de policía judicial, previa autorización del Fiscal que tenga a cargo la actuación. 

Como lo dijo la parte no recurrente, la mala fe no se presume sino que debe demostrarse, por lo tanto, si, en criterio de la defensa, el funcionario que presidió la diligencia de reconocimiento fotográfico faltó a sus deberes constitucionales y legales, al parecer, por inducir a la testigo a señalar a un inocente, debió probar que ello fue así con fundamento en los demás elementos materiales probatorios que se acopiaron durante el juicio oral, pero no limitarse a decir que al no haber estado presente un defensor y/o el Ministerio Público dicha prueba es ilegal.

Es más, su antecesor estipuló con la Fiscalía que el procedimiento en la diligencia de reconocimiento fotográfico y en fila de personas se cumplió con el lleno de los requisitos legales.

Por lo tanto, no le asiste razón al recurrente cuando alega una ilegalidad que no ha existido, primero, porque la ley no impone para la validez del reconocimiento la presencia de un defensor y/o del Ministerio Público, segundo, el otrora defensor estipuló con la Fiscalía que la diligencia se cumplió conforme a los cánones legales, tercero, no se demostró ni se vislumbra irregularidad que afecte esa actuación y, cuarto, las demás pruebas que se hubieran podido derivar de aquella son válidas.    

Además, debemos advertir que la valoración de las pruebas se debe realizar de acuerdo a las reglas de la sana crítica, esto es, las reglas de la lógica, la ciencia y la experiencia; pues esa valoración armónica permite al juez singular o colegiado adquirir toda la dimensión de conocimiento para proferir un fallo según lo probado en el proceso. Esto, además de permitir el desarrollo de los contenidos de la Constitución Política Colombiana, asegura la prevalencia del derecho sustancial sobre el formal, ofrece la libertad necesaria para que las partes y el Juez procuren probar la verdad real y la justicia material. 

La sana crítica exige del intérprete una labor intelectual inicialmente individual, pero que debe comprender un proceso analítico de confrontación con el universo probatorio válidamente aportado al proceso, con el constante objetivo de establecer la verdad procesal, “pues el grado de certeza no puede ser abstracto sino referido a un objeto determinado. (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 13538 del 31 de enero de 2002. MP. Alvaro Orlando Pérez Pinzón.)
Y esa precisamente fue la labor desplegada por la A quo cuando, luego de valorar la prueba aducida en forma legal, regular y oportuna en la audiencia de juicio oral dirigida por él, llegó al conocimiento, más allá de toda duda, de la responsabilidad de JAYDER ALEXIS TRUJILLO OBANDO como autor de la muerte de LUÍS ENRIQUE ROMERO LIBREROS, siendo pilar fundamental para el juicio de reproche la prueba testimonial que en ningún momento fue cuestionada por el recurrente.” 

Fecha: 26 03 2010    

Rad. 10 2008 02397

Acta 072

Conducta punible: Homicidio y porte de armas

Decisión de primera instancia: Condenó por los delitos mencionados.

Problema jurídico: Si la diligencia de reconocimiento fotográfico se cumplió con el lleno de los requisitos legales. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma

==================0000==================

SUSPENSION CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA.

Exclusión de beneficios y subrogados.
Existencia de antecedentes penales.
Caso en el que a la entrada en  vigencia  la Ley 1142 de 2007 ya se había  proferido  fallo condenatorio. 

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

Extracto:  “Ahora, la defensa funda su argumentación señalando que los hechos por los cuales fue condenado el procesado ocurrieron antes de la entrada en vigencia de la ley 1142 de 2007, razón por la cual no es aplicable el Art. 68 A, debido a que se estaría violando el principio de favorabilidad. No obstante es preciso resaltar que tal como claramente lo señala el referente que trae la ley 1142 de 2007, es el proferimiento de la sentencia  lo que debe atenderse, y que según la interpretación que hace la Corte Suprema de Justicia, es el momento en que la sentencia cobra ejecutoria, no la fecha de los hechos como erróneamente se propuso.

Razón para determinar que en enero del 2008, fecha en que se profirió el fallo, ya la prohibición se encontraba vigente, fundamento por el cual no puede accederse a la concesión del subrogado de suspensión condicional de ejecución de la pena, así como tampoco la prisión domiciliaria por expresa prohibición legal, siendo entonces lo pertinente para esta Sala confirmar en todas sus partes el fallo recurrido.”

Fecha: 04 03 2010   

Rad. 23 2009 21675

Acta 

Conducta punible: Porte de armas.

Decisión de primera instancia: Condenó al procesado.

Problema jurídico: Si el juez al negar el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, es acorde con los parámetros legales.

Decisión de la Sala Penal: Confirma.

==========0000==========
TESTIMONIO DE MENOR.

Los testimonios de los menores de edad son de especial confiabilidad cuando son víctimas de delitos sexuales. 

MP Leoxmar Benjamín Muñoz Alvear

Extracto:  “Es claro que la contundencia de las declaraciones rendidas por las víctimas son aspectos que indican la verdad, como quiera que se identifican con lo narrado ante el médico legista. Dichas declaraciones no generan contradicciones entre ellas  y son suficientes para demostrar la ocurrencia de los hechos imputados.

 Considera la Sala que las declaraciones emitidas por las menores ofendidas tienen suficiente credibilidad, ahora bien las menores en sus relatos pudieron incurrir en imprecisiones como el identificar las vestimentas del acusado, razones que –itera la Sala- resultan triviales para el juicio de reproche que se hace, habida cuenta, se itera, que fueron espontáneas y sinceras en su intervención, de acuerdo con lo percibido por el perito forense, misma con la que comulga la Sala, por tanto no hay razón para inferir que las menores fueron manipuladas por alguna persona, manipulación que conllevara a faltar a la verdad, incluso, además de determinar la manera como fueron asaltadas por actos libidinosos, grafican la manera como éste realizaba sus actos.”

Fecha: 18 01 2010  

Rad.04 2008 00068 01

Acta 012

Conducta punible: Actos sexuales con menor de catorce años.

Decisión de primera instancia: Condenó al imputado.

Problema jurídico: Valoración de la prueba. Testimonio de los menores. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma

==========0000=========

TESTIMONIO UNICO.

Testimonio de menor. Testimonio indirecto. Tasación de la pena.
MP Socorro Mora Insuasty

Extractos:“En ese sentido, se evidencia que es lo ocurrido en este caso cuando la menor acudió al juicio oral y en cámara gessel, orientada por un profesional en psicología narró con sus propias palabras en forma espontanea, y de la forma más coherente posible atendiendo su corta edad y su proceso de raciocinio, los vejámenes sexuales a los que fue sometida.

De otro lado alega el defensor que en el proceso se condenó exclusivamente con el testimonio de la menor, circunstancia que por sí misma no le resta eficacia a la prueba, cuando dentro del sistema de valoración probatoria de la sana crítica se descarta de plano la tarifa legal, para dar paso a un análisis  de contexto que  lleve al juzgador a una  la plena convicción y le permita una decisión de fondo. 

Por ello jurisprudencialmente se ha admitido el testimonio único siempre y cuando éste otorgue credibilidad al juzgador dentro de los criterios de valoración los cuales obedecen a aspectos tales como las circunstancias del lugar, tiempo y modo en que se ejecutaron los hechos, la sanidad de los sentidos y la personalidad del declarante, su manera y actitud para expresarse, especialmente cuando se trata de un menor de edad.

Por tanto resulta ponderada y sólida la valoración de verosimilitud  que el juzgador hizo del testimonio de la menor a partir del cual se demostró la estructura del ilícito así como la responsabilidad del procesado.”

“Ahora, en tratándose de esta tipología de delitos que generalmente se demarcan en un ámbito situacional muy particular, resulta probatoriamente entendible que el único testimonio presencial que se obtenga sea el de la misma víctima, y los demás testimonios se traten de personas a quienes ésta por lazos familiares o de amistad les refiera lo sucedido, siendo en consecuencia irrelevante, el que se alegue que no puede fundarse la sentencia con base en testigos indirectos, ya que es claro que la sentencia condenatoria se ha fundamentado en una prueba testimonial directa corroborada por las pruebas de referencia.”

“Ahora, respecto de la tasación de la pena encontramos que el juez de conocimiento, partió de la pena mínima prevista para el delito de Acceso Carnal Abusivo en menor de Catorce años que es de siete años, un mes y diez días, pena que adicionó por razón de concurso en dos años, diez meses, veinte días, sin que se explicara las razones que fundamentaran este incremento punitivo, decisión que será modificada por la Sala, bajo la consideración de que  al haberse impuesto una pena por el delito base, la cual es ya notoriamente  elevada, considera la Sala que un incremento de un (1) año por el concurso es apenas razonable y consulta desde la teleología de las penas el principio de proporcionalidad.”

Fecha: 22 02 2010   

Rad. 05 2007 00124

Acta 044

Conducta punible: Acceso carnal abusivo en menor de catorce años

Sentencia de primera instancia: Condenó a 10 años de prisión.

Problema jurídico: Determinar si está demostrada no solo la estructura del delito, sino la responsabilidad del procesado más allá de toda duda. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma parcialmente y modifica la pena principal de prisión a 8 años, 1 mes y 10 días de prisión.

==========0000==========
TESTIMONIO UNICO.

Personalidad del testigo. Homonimia.
Error de la Registraduría Nacional del Estado Civil al tener dos personas el mismo nombre y apellidos, la misma fecha de nacimiento, les asignó el mismo número. 
MP Roberto Felipe Muñoz Ortiz

Extractos: “Entonces, lo que aquí se evidencia sumariamente es que estamos, en primer lugar, ante un caso de homonimia y, en segundo lugar, tal como lo dijo la Juez de primer nivel, frente a un error por parte de la Registraduría Nacional del Estado Civil que, muy seguramente, al tener estas dos personas el mismo nombre y apellidos y la misma fecha de nacimiento, les asignó el mismo número, pero notemos que existen algunas diferencias como el tipo de sangre, la estatura, el nombre de los padres, aunado a sus diferencias morfológicas como se evidencian a simple vista en las fotografías insertas en las tarjetas alfabéticas.  

Son coincidencias e irregularidades poco comunes que llevan a pensar que se trata de algo “oscuro”, pero que no podemos descartar que sean solo eso, menos cuando no contamos con una prueba que permita aseverar, sin lugar a dudas, que ALEXANDER SANCLEMENTE CARDONA, testigo único, “se hizo expedir una cédula con el nombre y número que le corresponde al verdadero titular de la misma.”, por lo tanto, debemos tener por cierto que el testigo responde al nombre de ALEXANDER SANCLEMENTE CARDONA identificado con la cédula de ciudadanía No. 94.369.759 expedida en Dagua, Valle. 

4º.- Ahora bien, para la Colegiatura, el testimonio rendido por ALEXANDER SANCLEMENTE CARDONA, es portador de un señalamiento directo de la responsabilidad del acriminado, …”

“Así las cosas, nos encontramos frente a un “testimonio único” que no logró ser desvirtuado a través de las demás pruebas obrantes en la foliatura,  mucho menos con la injurada del encartado, ni con los argumentos expuestos por el recurrente; testimonio que merece plena credibilidad para esta Colegiatura, pues, se repite, no hay razón categórica que nos indique que faltó a la verdad e incriminó a una persona que ninguna participación tuvo en los hechos. 

En conclusión, contrario a lo expuesto por la defensa, no se demostró que el testigo único suministrara una identidad falsa,  suplantara a otra persona y engañara a la justicia atribuyendo responsabilidad a un inocente; probado quedó que gracias al arrojo y al coraje de SANCLEMENTE CARDONA, al salir a defender a su “padre de crianza”, se logró la aprehensión de por lo menos uno de los victimarios, sin que el hecho de no haber podido ser ubicado para escucharlo en ampliación de su versión sea motivo para desvirtuar o demeritar sus afirmaciones que se convierten, junto con la captura en flagrancia, en pilar fundamental para sustentar el juicio de reproche penal en contra de NORBERTO ARCÁNGEL MEJÍA CARDONA.”  

Fecha: 01 02 2010   

Rad. 03 2006 00193 

Acta 011

Conducta punible: Homicidio agravado. Tentativa de hurto calificado agravado. Porte de armas.

Decisión de primera instancia: condenó a 28 años de prisión.

Problema jurídico: Si la declaración del único testigo, reúne los requisitos para arribar a la certeza exigida por la ley. 

Decisión de la Sala Penal: Confirma

==========0000==========
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